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RESUMEN  

 

 

El objetivo de este trabajo es determinar si los consorcios privados tienen 

personalidad jurídica. En la doctrina hay un debate entre dos tesis: la primera sostiene 

que el consorcio es un contrato atípico y que, por lo tanto, no da lugar a una persona 

jurídica. Para la segunda tesis, el consorcio es una especie de sociedad porque cumple 

con los elementos esenciales de ese contrato y, en consecuencia, da origen a una nueva 

persona jurídica distinta de los socios individualmente considerados.  

La legislación ecuatoriana es ambigua en la determinación de la personalidad 

jurídica de los consorcios, pues hay disposiciones que podrían sostener una u otra 

posición. Este estudio procura contribuir a ese debate y explicar por qué los consorcios, 

en el sistema ecuatoriano, son contratos de sociedad que sí dan lugar al nacimiento de 

una persona jurídica.  
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ABSTRACT 

 

The main objective of this work is to determine if private joint ventures have a 

separate legal personality. In legal doctrine there is a debate between two main theses: 

the first one, which states that the joint venture is a mere contract that does not give rise 

to a separate legal person. For the second thesis, this legal figure is species of society, 

because it fulfills the essential elements of this contract and, in consequence, gives 

origin to a new legal person, different form its members. 

Ecuadorian legislation is ambiguous at establishing whether joint ventures are 

legal entities there are provisions that support either theses. This study seeks to 

contribute to this debate by explaining why joint ventures in the Ecuadorian system are 

society contracts which give rise to a different legal person. 
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Introducción 

La rápida evolución de las actividades industriales y comerciales así como la 

incorporación de la tecnología como un componente imprescindible en el desarrollo de 

las empresas otorgan a las multinacionales una enorme ventaja competitiva frente a las 

pequeñas y medianas empresas, para la ejecución de actividades que requieren de un 

alto grado de especialización
1
. Frente a este hecho, las pequeñas y medianas sociedades, 

por lo general, deciden asociarse para promover su fortalecimiento empresarial y así 

llevar a cabo emprendimientos que, por su magnitud, especialización y riesgo, no 

pueden efectuarse sin la formación de una asociación
2
. 

En el Ecuador, el consorcio es una forma de asociación empresarial que es 

empleada frecuentemente por las pequeñas y medianas sociedades para mejorar su 

competitividad en el mercado. Sin embargo, quienes actúan en el campo de la 

contratación, tanto pública como privada, han constatado con asombro el insuficiente 

desarrollo legislativo del ordenamiento jurídico ecuatoriano frente a esta forma de 

asociación empresarial
3
.  

La somera regulación de los consorcios en el Ecuador ha llevado a juristas, 

abogados, jueces y funcionarios públicos expertos en la materia, a plantearse algunos 

cuestionamientos entorno a este tema: ¿Es el consorcio un contrato atípico, una 

sociedad de hecho o un contrato de sociedad? ¿El consorcio tiene personalidad jurídica? 

Estas interrogantes, entre otras, se derivan de la no uniformidad en el criterio que se 

utiliza a la hora de determinar cuál es la naturaleza jurídica del consorcio empresarial.  

Frente al problema que se ha identificado respecto a la determinación de la 

naturaleza jurídica, la hipótesis que se plantea en este trabajo es que el consorcio 

empresarial es una especie de contrato de sociedad y, por tanto, tiene personalidad 

                                                 
1
 Carlos Villegas. Tratado de las Sociedades. Santiago de Chile: Editorial Jurídica de Chile, 1995, p. 

425. 

2
 Id., p. 432. 

3
 Rodrigo Jijón. Régimen Legal de los Consorcios en Ecuador. Tesis de Grado Doctoral. Pontificia 

Universidad Católica del Ecuador. Quito, 1982, p. 1. Debe anotarse que la tesis en comento fue escrita 

antes de que entraran en vigencia disposiciones que se refieren al consorcio, a pesar de los múltiples 

reparos que se les puede formular y que se explicará más adelante. 
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jurídica, ya que cumple con los elementos esenciales del contrato de sociedad conforme 

al artículo 1957 del Código Civil, por lo que su constitución da origen a una nueva 

persona jurídica, distinta de los socios individualmente considerados.  

La trascendencia de la hipótesis que se ha planteado, esto es, que el consorcio 

empresarial es una especie de contrato de sociedad resulta importante por dos 

consecuencias jurídicas fundamentales: 1) el consorcio tendría legitimación procesal y, 

en consecuencia, podría ser demandado directamente; y, 2) los acreedores de los 

consorciados no podrían perseguir sus acreencias en el patrimonio del consorcio. 

Cabe destacar que este trabajo no pretende realizar un análisis respecto al régimen 

jurídico aplicable a la figura del consorcio empresarial; su objetivo es más sencillo: 

determinar exclusivamente si el consorcio empresarial tiene personalidad jurídica. Con 

ese objetivo se recurrirá a la legislación, jurisprudencia y doctrina nacionales y 

extranjeras.  

Para verificar la hipótesis planteada, esta investigación está estructurada en tres 

capítulos. El primero resume la información doctrinaria sobre las nociones básicas que 

giran alrededor del concepto materia de este estudio. La finalidad de este capítulo es dar 

una visión amplia del consorcio empresarial conforme a la doctrina y plantear las tesis 

existentes respecto a la naturaleza jurídica del consorcio. El segundo capítulo analiza 

otras formas de asociación empresarial, contempladas en las legislaciones de Argentina, 

Perú y Francia, este capítulo tiene como finalidad el comprender cómo conciben 

ordenamientos jurídicos similares al nuestro a estas formas de asociación.  

En el tercer capítulo se expondrá por qué, en nuestra opinión, la hipótesis planteada 

es verdadera, es decir, que el consorcio es una especie de contrato de sociedad. Con ese 

fin se hará un análisis de los distintos cuerpos legales existentes en el ordenamiento 

jurídico ecuatoriano, tales como: Código Civil; Ley de Compañías; Código Orgánico de 

Organización Territorial, Autonomía y Descentralización; Ley Orgánica del Sistema 

Nacional de Contratación Pública; Ley Orgánica del Régimen Tributario Interno; y sus 

respectivos reglamentos. Además, se recurrirá a la jurisprudencia ecuatoriana, en 

especial, a un importante fallo dictado por la Primera Sala de lo Civil y Mercantil de la 

ex Corte Suprema de Justicia que fue publicado el 6 de septiembre de 2004 en el 

Registro Oficial número 414. Finalmente se presentará las conclusiones que recogen los 

principales resultados de esta investigación.  
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Capítulo I. El consorcio 

El objetivo de este capítulo es estudiar al consorcio empresarial y establecer sus 

bases conceptuales. Para este efecto, se estudiará las distintas acepciones del término 

“consorcio” a partir de la doctrina desarrollada por juristas nacionales y extranjeros. 

Adicionalmente se estudiará a los dos tipos de consorcios existentes, esto es: el 

consorcio público y el consorcio privado, lo que permitirá delimitar el ámbito de este 

trabajo únicamente al estudio de estos últimos. Posteriormente, se analizará al contrato 

que da origen al consorcio con sus respectivas características. Asimismo, se examinará 

algunas de las figuras jurídicas afines al consorcio y para finalizar este capítulo se dará a 

conocer las dos posiciones desarrolladas a nivel doctrinario respecto a la naturaleza 

jurídica del consorcio empresarial. 

1.1 Definición de consorcio 

Para esta investigación es importante iniciar con la definición de consorcio, ya que 

en torno a este concepto se realizará el estudio y posterior análisis de la naturaleza 

jurídica del consorcio empresarial según la legislación ecuatoriana, legislación 

comparada, doctrina y jurisprudencia. 

La Real Academia de la Lengua Española define al consorcio como: “(Del lat. 

consortium) 1. Participación y comunicación de una misma suerte con una o varias 

personas. / 2. Unión o compañía de quienes viven juntos, principalmente los cónyuges. / 

3. Agrupación de entidades para negocios importantes”
4
. De estas tres acepciones, la 

que más se acerca a la materia de nuestro estudio es la tercera, ya que se refiere a la 

agrupación de entidades —entendiendo entidad en sentido amplio— para negocios 

importantes.  

Esta variedad de sentidos también se refleja en los distintos tratadistas y, en 

consecuencia, el consorcio empresarial no tiene una definición unívoca. La doctrina 

plantea las siguientes definiciones: el tratadista colombiano Jaime Arrubla, define al 

                                                 
4
 Real Academia Española. Diccionario de la Lengua Española.  
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consorcio como “un contrato de colaboración entre dos o más empresarios con la 

finalidad de unir esfuerzos para lograr un determinado objetivo, generalmente la 

construcción de una obra, la prestación de un servicio o en general la ejecución de una 

empresa determinada sin que se establezca una sociedad entre ellas”
5
.  

En el mismo sentido Giuseppe Stancanelli define al consorcio al manifestar que “es 

un instrumento que el ordenamiento jurídico ofrece a una pluralidad de sujetos para el 

desarrollo en común de cierta actividad, que consistiría en la realización de obras o en la 

prestación de determinados servicios, mediante la asociación de los sujetos interesados 

en tales resultados”
6
. James Rodner al respecto sostiene que el consorcio es un “acuerdo 

entre dos o más empresas para realizar un proyecto común, cada miembro conviene en 

que realizará una porción determinada del trabajo y como contraprestación tendrá 

derecho a una parte predefinida del precio de la obra, o del producto de la actividad 

común”
7
. Por otro lado, para el profesor venezolano Mario Feltri el consorcio constituye 

un contrato de sociedad que no está expresamente regulado por el Código Civil, por lo 

que, para entender los efectos jurídicos que su constitución produce, deben aplicarse las 

normas sobre el contrato de sociedad
8
. 

Como se evidencia de la doctrina anotada, no existe uniformidad de criterios para 

proponer una definición de consorcio; la manera en la que cada autor define al 

consorcio varía. No obstante, vale destacar de las definiciones propuestas por los 

autores citados que todos coinciden con que el consorcio parte de una base asociativa; y 

es que cuando se habla de consorcio viene inmediatamente al entendimiento la idea de 

asociación, de unión entre varias personas para la gestión de intereses comunes. 

Consortium, asociación o acción concertada implica siempre un grupo de personas u 

organizaciones que actúan de común acuerdo. De ahí que el consorcio emerge cuando 

los protagonistas de la organización encuentran una actividad de interés común
9
.  

                                                 
5
 Jaime Arrubla. Contratos Mercantiles. Bogotá: Pontificia Universidad Javeriana, 1992, pp. 284-

293. 

6
 Gaspar Caballero. Los Consorcios Públicos y Privados. Bogotá: Editorial Temis, 1985, p.11.  

7
 James Otis. La Inversión Internacional en Países en Desarrollo. Caracas: Editorial Arte, 1993, p 

67.  

8
 Mario Feltri. Naturaleza jurídica de los denominados “consorcios” y de su comportamiento ante la 

ley de impuesto sobre la renta. http://www.ulpiano.org.ve/revistas/bases/artic/texto 

/RDPUB/9/rdpub_1982_9_67-70.pdf (acceso: 27/10/2016). 

9
 Gaspar Caballero. Los Consorcios Públicos y Privados. Óp. cit., p. 3. 

http://www.ulpiano.org.ve/revistas/bases/artic/texto/RDPUB/9/rdpub_1982_9_67-70.pdf
http://www.ulpiano.org.ve/revistas/bases/artic/texto/RDPUB/9/rdpub_1982_9_67-70.pdf
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Dada la pluralidad de conceptos y tomando en consideración que no existe un 

criterio uniforme a la hora de definir al consorcio empresarial, se ha extraído de los 

autores citados algunos elementos y se propone para el desarrollo de este trabajo 

investigativo concebir al consorcio como: la asociación que surge entre dos o más 

personas naturales o jurídicas, que deciden unir sus esfuerzos para el desarrollo en 

común de una actividad, que puede consistir en la realización de una obra o la 

prestación de un servicio, para lo cual los participantes deciden realizar un aporte de 

cualesquier naturaleza para llevar a cabo un objetivo común, luego de lo cual esperan 

recibir un beneficio económico.  

El consorcio, tal y como se lo ha definido, hace alusión exclusivamente al consorcio 

privado. Nos interesa la definición de consorcio privado porque nuestro trabajo versará 

sobre él. Sin embargo, es menester notar que la doctrina distingue dos tipos de 

consorcios según la calidad de sus miembros: el consorcio público y el privado. A 

continuación se revisará algunas de sus características.  

1.2 Tipos de consorcio 

La clasificación más importante de los consorcios, según la doctrina, atañe a dos 

grandes grupos: consorcios privados, integrados por personas del derecho privado, y 

consocios públicos, conformados en su generalidad por entes públicos, con un sello 

indeleble de ius publicum
10

. Esta clasificación es respecto al fin perseguido y a la 

calidad de sus integrantes
11

. 

1.2.1 Consorcio público 

Gaspar Caballero respecto al consorcio público, sostiene que no hay socios 

propiamente dichos, ni una búsqueda de utilidades y rendimientos, ni distribución de 

ganancias o pérdidas, sino un propósito de unión entre diversos entes administrativos, 

con o sin la colaboración de los particulares, para prestar un servicio o para ejecutar una 

labor, pero en todo caso movidos por el interés público general o colectivo y actuando 

                                                 
10

 Según la definición propuesta por Guillermo Cabanellas, derecho público es el conjunto de normas 

reguladoras del orden jurídico relativo al Estado en sí, en sus relaciones con los particulares y con otros 

Estados. (Diccionario jurídico Elemental .Buenos Aires: Heliasta, 2008, p. 122). 

11
 Gaspar Caballero. Los Consorcios Públicos y Privados. Óp. cit., p. 34.  
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con personalidad jurídica propia,
12

 distinta de la de los propios consorciados, como un 

auténtico sujeto de derechos y de obligaciones.
 13

  

En los consorcios de Derecho público, según Caballero, la manifestación más 

característica es la de los consorcios entre municipios para la mejor o más económica 

realización de ciertos servicios públicos. Esos consorcios están sometidos al control 

estatal, dado que las aportaciones para su constitución devienen de fondos del fisco
14

. El 

objeto de este consorcio, según el mismo autor, es dar nacimiento a una nueva persona 

jurídico-pública que satisfaga determinadas necesidades colectivas
15

.Cuando el 

consorcio se constituye entre entes públicos, las situaciones jurídicas que estructuran la 

organización se rigen principalmente por las normas del derecho administrativo. Y, es 

así, como lo conciben gran parte de los ordenamientos jurídicos de América Latina entre 

los que se puede destacar Colombia, Argentina y Ecuador
16

.  

De lo expuesto, se evidencia que, en el Derecho administrativo, el consorcio 

público crea una nueva persona de Derecho público con prerrogativas de poder para el 

ejercicio de las actividades propias de los entes asociados o consorciados, y 

naturalmente diferenciable de los consorcios privados, como se verá a continuación.  

1.2.2 Consorcio privado 

Vinicio García sostiene que cuando el fin del consorcio mira al beneficio exclusivo 

de los participantes nos encontramos ante un consorcio privado. Así pues, contrario a lo 

que ocurre en el consorcio público donde el objetivo es el servicio público o reviste un 

interés general o colectivo, en el consorcio privado los beneficios serán directamente 

para los integrantes del consorcio. En el ámbito del Derecho privado, según el citado 

autor, el consorcio empresarial se presenta como una opción válida y eficaz con gran 

                                                 
12

 Id., p. 3.  

13
 José Dromi agrega que “la eficacia y la complejidad organizativa estatal exigen que diversas 

corporaciones y entidades públicas cooperen en actividades de interés general bajo técnicas de 

colaboración administrativa: consorcios, corporaciones, colegios, cámaras, consejos, cooperativas, 

círculos, etc” (Federalismo y Municipio. Buenos Aires: Editorial Idearium, 1980, p. 109.) 

14
 Gaspar Caballero. Los Consorcios Públicos y Privados. Óp. cit., p. 88.  

15
 Id., pp. 88-92. 

16
 Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización. Artículo 286. 

Registro Oficial Suplemento No. 303 de 19 de octubre de 2010. 
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aceptación, para que varios sujetos del derecho privado puedan unir sus esfuerzos en la 

búsqueda de un objetivo común que les beneficie mutuamente
17

.  

En este contexto y dado que el tema central de la investigación que nos compete 

gira entorno a esta forma de asociación, resulta fundamental estudiar en primer lugar el 

contrato que da origen al consorcio empresarial, ya que es en este instrumento donde se 

encuentra plasmada la voluntad de las partes.  

1.3 Contrato de consorcio  

El acuerdo inicial o contrato es la base asociativa mediante el cual los miembros del 

consorcio demuestran su voluntad de unirse para la búsqueda de un objetivo común. El 

contrato constitutivo del consorcio será el que determinará los elementos bajo los cuales 

operarán los asociados para la gestión del objetivo en común. En el siguiente apartado 

se ensaya una definición del contrato de consorcio y se resumen las principales 

características de este contrato según la doctrina extranjera.  

1.3.1 Definición 

Para esta investigación resulta fundamental establecer una definición del contrato de 

consorcio, pero esta tarea ha resultado un tanto compleja ya que, en palabras de 

Garrigues, faltando normas jurídicas es difícil construir un concepto jurídico
18

. Sin 

embargo, de la doctrina analizada hasta ahora se puede esbozar una definición para el 

contrato de consorcio conforme al criterio de algunos juristas que se refieren a 

ordenamientos donde, al igual que en el Ecuador, no se tiene un régimen legal explícito 

para los consorcios. Se extrae entonces que: el consorcio es un contrato atípico por el 

que las partes convienen de manera libre y voluntaria llevar a cabo una gestión en 

común que puede consistir en la ejecución de una obra o la prestación de servicios. 

 No obstante, como se verá más adelante, el criterio que se ha expuesto sobre la 

atipicidad no es una regla general en cuanto hay juristas y ordenamientos jurídicos que 

                                                 
17

 Vinicio García. “Los Consorcios en la Contratación Pública Ecuatoriana”. Celebración de 

Contratos Administrativos. Genaro Eguiguren (ed.). Quito: Corporación Editora Nacional, 2001, p. 98. 

18
 Garrigues. “Nueva Enciclopedia Jurídica SEIX”. T.IV. Citado en Roberto Caizahuano. 

“Consorcio” en Academia Ecuatoriana de Derecho Societario. Las otras clases de compañías en el 

Ecuador. Quito: Ediciones Legales, 2009, pg. 176. 
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conciben de forma distinta a los consorcios. La doctrina además sostiene que el contrato 

de consorcio es plurilateral, oneroso, transitorio, solemne e intuito personae. Estos 

elementos se analizan en el siguiente apartado. 

1.3.2 Características 

La mayoría de tratadistas sostiene que el contrato de consorcio es atípico. José 

Narváez, por ejemplo, afirma que “el consorcio no corresponde en Colombia a ningún 

contrato tipificado y regulado en la formación sobre los acuerdos voluntarios para crear, 

regular o extinguir entre las partes una relación jurídica patrimonial”
19

. Pero, no en 

todos los países se define al consorcio como un contrato atípico; en Argentina, Italia, 

España, entre otros, los consorcios son considerados contratos típicos. No obstante, en 

algunos países estos contratos no encuentran regulación por lo que son considerados 

contratos atípicos. Por esta razón —como señala Christine Pauleau— se ha intentado 

resolver los problemas relacionados con la determinación de la disciplina normativa 

aplicable a los consorcios, acercándolos a algunos tipos genéricos e interrogándose 

sobre la posibilidad de aplicar, por analogía y de forma subsidiaria, el régimen de los 

mismos a los pactos libremente establecidos entre las empresas fundadoras
20

. Al ser 

concebido como un contrato atípico, en general, las estipulaciones del contrato de 

consorcio no encajan en ninguno de los actos legalmente reglamentados
21

. Sin embargo, 

como se verá en el tercer capítulo, la concepción del consorcio como un contrato atípico 

no necesariamente debe ser aplicado en Ecuador, pues analizando las normas 

pertinentes se verá que el consorcio empresarial encaja en la definición de contrato de 

sociedad contemplada en el Código Civil Ecuatoriano.  

En este sentido, el contrato de consorcio, al ser un contrato que surge ante la 

necesidad de las empresas de asociarse para compartir riesgos y operaciones por un 

tiempo determinado, y dado que algunas de las legislaciones en Latinoamérica, incluido 

Ecuador, no prevén un marco jurídico claro para la regulación de estas y otras 

                                                 
19

 José Narváez. “La asociación por partes de interés en Colombia”. Bogotá. Edit. Legis. 1983. 

Citado en Roberto Caizahuano. “Consorcio” Óp. cit., p. 176. 

20
 Christine Pauleau. Régimen Jurídico de las “Joint Ventures”. Valencia: Tirant lo Blanch, 2003, p. 

220.  

21
 Guillermo Ospina y Eduardo Ospina. Teoría General del Contrato y del Negocio jurídico. 7ma. 

ed. Bogotá: Editorial Temis S.A. p. 50.  
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asociaciones empresariales, los consorcios en su gran mayoría se rigen por las 

estipulaciones que los contratantes de común acuerdo aceptan seguir en virtud del 

principio de la autonomía de la voluntad 
22

.  Así pues, es en este tipo de contratos donde 

se puede evidenciar la utilidad e importancia que tiene el principio de la autonomía de la 

voluntad privada, sobre todo en los contratos que como se ha dicho no se encuentran 

regulados en el ordenamiento jurídico
23

.  

Otra de las características del contrato de consorcio es que es principal, en cuanto 

desde una perspectiva estructural, el rasgo que caracteriza al consorcio es la existencia 

de un contrato base que es el documento que le da vida
24

. En este contrato se establecen 

las cláusulas de participación entre las partes, los compromisos, aportaciones, forma de 

operación, vigencia; en fin, todo lo que tenga que ver con el consorcio. De suerte que el 

contrato no depende jurídicamente de otro contrato para existir, sino que subsiste por sí 

mismo sin necesidad de otra convención
25

.  

El contrato de consorcio es además plurilateral. Esta característica tiene que ver 

con la calidad de las prestaciones de las partes en un contrato de consorcio, esto es 

considerarlas como autónomas y no reciprocas
26

. Manuel de la Puente y Lavalle 

respecto a esta característica sostiene que:  

[…] lo peculiar del contrato es que el vínculo jurídico obligacional que surge en 

virtud de dicho consentimiento contiene prestaciones que no son recíprocas entre las 

partes, sino que van dirigidas a un fin común corriendo suertes autónomas unas de 

                                                 
22

 Respecto a los contratos atípicos, Javier Arce sostiene que el fundamento económico y pragmático 

del nacimiento de los contratos atípicos coincide con la necesidad de adaptar los contratos a los fines 

empíricos y a las necesidades reales de las partes contratantes. Por esta razón, los contratos atípicos se 

presentan con relativa frecuencia en el ámbito de las relaciones comerciales y financieras, en donde, por 

la dinámica de dichos actos, es común observar que se presente el fenómeno atípico de la existencia de 

relaciones al margen de la legislación, pero, en la medida que sean lícitas, son también válidas, asevera 

Víctor Castrillón. (Contratos Mercantiles Atípicos. México D.F.: Editorial Porrúa, 1997, p. 113). 

23
 Ospina al respecto sostiene que “es en virtud de este principio que los interesados consultando su 

mejor conveniencia, determinan los efectos que han de producir, su alcance, sus condiciones y 

modalidades, aunque las respectivas estipulaciones no se amolden a los actos patrones reglamentados por 

la ley” (Guillermo Ospina y Eduardo Ospina. Teoría General del Contrato y del Negocio jurídico. Óp. 

Cit., p. 50.).  

24
 Mario de la Madrid. El Joint Venture como Sociedad. 

archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/4/1943/8.pdf (acceso: 25/10/2016).  

25
 Gerardo García. Joint Venture. Generalidades y Clasificación. México D.F: Instituto de 

Investigaciones Jurídicas UNAM, 2015, p. 514. 

26
 Arias-Schreiber Pezet, Max y Arias-Schereiber Montero, Ángela “Los Contratos Modernos”. 

Gaceta Jurídica Editores. Tomo I. 2da. Edición. Lima, Perú, pg. 155. Citado en Jorge Conde. Análisis del 

contrato de Joint Venture y sus Mecanismos de Financiamiento. Lima: Vox Juris, 2014, p. 57.  
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otras, de tal manera que la ejecución de una prestación no está sujeta a la ejecución de 

las demás. Falta ese paralelismo o simetría entre las prestaciones que caracteriza al 

moderno contrato con prestaciones recíprocas
27

.  

Por ende, existe una pluralidad de prestaciones autónomas que están a cargo de dos 

o más partes cuyas obligaciones sólo están encaminadas a la ejecución de un fin común. 

La onerosidad según la doctrina, es otro de los elementos que caracteriza al contrato 

de consorcio. Alessandri, al respecto, sostiene que la onerosidad del contrato está dada 

en proporción a la utilidad que éste le reporta a las partes. Si ambas partes obtienen 

utilidad, es oneroso, porque en tal caso ambas deben soportar un gravamen; de otro 

modo no habría beneficio recíproco
28

. En el contrato de consorcio no se observa esa 

mera liberalidad. Al contrario, el consorcio es un contrato oneroso por cuanto cada una 

de las partes ejecutan prestaciones a su cargo valoradas en dinero, en tal sentido 

participan en los beneficios que se obtienen, así como en las pérdidas, las que serán 

distribuidas según el porcentaje de participación que hayan pactado las partes en el 

contrato de constitución
29

. 

Al consorcio también se lo considera como una agrupación temporal de empresas o 

personas naturales que se asocian generalmente para llevar a cabo un determinado 

proyecto. Bajo esta premisa, resulta lógico que su terminación en forma general y 

normal se dé cuando se haya verificado la recepción definitiva de los trabajos 

contratados. Este criterio es compartido por Caballero, quien sostiene que la duración 

del consorcio depende de la operación, es decir hasta la finalización de la misma
30

. 

Otro aspecto distintivo del contrato de consorcio, según la doctrina, es que es un 

contrato solemne, sobre todo aquellos consorcios privados que se constituyen para 

participar dentro de los procesos de contratación pública cuando así la ley lo prevé, 

                                                 
27

 Manuel de la Puente y Lavalle. El Contrato en General. Perú: En Biblioteca para leer el Código 

Civil. Fondo Editorial de la Pontificia Universidad Católica del Perú. Segunda Parte. Vol. XV. Tomo IV, 

p. 465. Citado en Jorge Conde. Análisis del contrato de Joint Venture y sus Mecanismos de 

Financiamiento. Óp. cit., p. 57. 

28
 Arturo Alessandri. De los Contratos. Bogotá: Editorial Temis S.A., 2011, p. 22.  

29
 Louis Josserand propone el empleo de dos criterios para determinar la onerosidad del acto 

jurídico: a) el acto gratuito es siempre un acto de liberalidad y, por consiguiente, no debe faltar en él la 

intención liberal; y b) además, es necesario que esta intención tome cuerpo en la economía del acto; que 

efectivamente haya un servicio prestado desinteresadamente por el agente público o por alguno de los 

agentes en favor de otro. (Louis Josserand. Cours De Droit Civil Positif Français, Tomo II, 3° ed. Paris, 

Recueil Sirey, 1932, p. 27. Citado en Guillermo Ospina y Eduardo Ospina. Teoría General del Contrato y 

del Negocio jurídico. Óp. cit., p. 53.) 

 
30

 Gaspar Caballero. Los Consorcios Públicos y Privados. Óp. cit., p. 30.  
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según lo confirma Roberto Caizahuano
31

. Fuera de este caso, el contrato de consorcio 

tiene un carácter consensual y no se sujeta a ningún tipo de formalidad
32

. Sin embargo, 

autores como Jorge Conde y Vinicio García sostienen que, para seguridad jurídica de 

los propios contratantes y de terceros interesados, el contrato de consorcio debe 

celebrarse por escrito y ante notario público. Así pues, el contrato adquiere el carácter 

de ad probationem, es decir, que actúa únicamente como un medio de prueba
33

. En este 

sentido se deduce que, para la doctrina, el consorcio es un contrato consensual, por regla 

general, y, excepcionalmente, para los casos de contratación pública en los que la ley 

exija una formalidad, es solemne. 

Para finalizar con las características del consorcio empresarial, la doctrina sostiene 

que este, es además, intuito personae. En cuanto las personas físicas o jurídicas que se 

vinculan por este medio buscan contar con los beneficios de tener un acercamiento con 

la otra parte de la negociación, ya sea por el conocimiento que tiene, la tecnología con la 

que cuenta, el mercado al que atiende, etcétera. Al respecto, Sierralta dice que:  

La especialidad en la producción de determinados productos o los conocimientos 

y el dominio tecnológico son los que dan motivo a una parte para acercarse a otra. De 

la misma manera como la posesión de las materias primas o el conocimiento de los 

canales de comercialización hacen que otros busquen un adventurer que los 

complemente. En fin, las características particulares y a veces originales de los sujetos 

son las que los hace unirse […]
34

. 

En este sentido, Gerardo García afirma que, si uno de los participantes faltare, bien 

podría darse por terminado el contrato de consorcio, pues —como se ha visto— los 

integrantes del consorcio se seleccionan de conformidad a sus características 

particulares.  

Una vez que se han expuesto las características particulares del contrato de 

consorcio, en el próximo apartado se exponen otras formas de asociación empresarial 

que, por su semejanza con el consorcio empresarial, son relevantes para este estudio. 

                                                 
31

 Roberto Caizahuano. “Consorcio”. Óp. cit., p. 182. 

32
 Vinicio García. “Los Consorcios en la Contratación Pública Ecuatoriana”. Óp. cit., p. 102. 

33
 Jorge Conde. Análisis del contrato de Joint Venture y sus Mecanismos de Financiamiento. Óp. 

cit., p. 60. 

34
 Aníbal Sierralta. Joint Venture Internacional. Lima: Fondo Editorial PUCP, 1997. p. 78.  
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1.4 Otras agrupaciones de empresas 

Hasta ahora ha quedado claro que el consorcio constituye una forma de agrupación 

empresarial de personas naturales o jurídicas que se unen para alcanzar un objetivo en 

particular. Sin embargo, es importante puntualizar que existen otras formas de 

agrupación empresarial contempladas en las diversas legislaciones del mundo. Rodrigo 

Jijón sostiene que no toda agrupación constituye un consorcio, por lo que la agrupación 

de empresas es el género y el consorcio la especie. Señala además que, determinar 

cuáles son las formas por las que se puede crear una agrupación de empresas es tarea 

harto difícil, dentro de un sistema fundado en la libertad contractual ya que los 

empresarios pueden elegir la forma de asociarse que más convenga a sus intereses
35

.  

Así pues, ante la existencia de incontables formas de asociación, es importante para 

el estudio de la naturaleza jurídica de los consorcios conocer de manera general como 

operan los otros grupos de asociación empresarial a fines al consorcio. 

1.4.1 Joint venture 

El joint venture es la figura de colaboración empresarial del derecho 

norteamericano por excelencia, que se ha tomado como referencia para crear nuevas 

figuras de colaboración empresarial. Por eso resulta complejo precisar con exactitud la 

naturaleza y el alcance jurídico de un joint venture en cuanto la figura ha sido adoptada 

para desarrollar distintos tipos de actividades empresariales,
 36

 que no siempre coinciden 

con el concepto jurídico que originalmente se tuvo de él
37

.  

¿Qué es, realmente, un joint venture? Mario de la Madrid señala que establecer una 

definición resulta complejo dada la diversa gama de modalidades que en la práctica 

presenta el joint venture; así, tenemos, según el autor: 1) El joint venture societario, en 

                                                 
35

 Rodrigo Jijón. Régimen Legal de los Consorcios en Ecuador. Óp. cit., p. 6.  

36
 Ernesto Martorell (Dir.). Tratado de Derecho Comercial. Tomo VIII: Sociedades Mercantiles y 

Joint Ventures. Buenos Aires: La Ley, 2010, p. 658. 

37
 El joint venture ha sido con frecuencia involucrado con otras figuras, según la experiencia y 

tradición de cada país. Así, ha sido considerado como una asociación en participación, una unión 

transitoria de empresas, una sociedad mercantil de personas o un consorcio. Arnold Wald, respecto a esta 

última figura, sostiene que “el consorcio es una forma reciente de concentración empresarial […] que 

corresponde al joint venture del derecho norteamericano”. Este criterio es compartido por José da Silva 

Pacheco, Fabio Konder Comparato, Waldiri Bulgarelli, entre otros, que ven en el consorcio de origen 

latino una forma de agrupación empresarial similar al joint venture americano. (Aníbal Sierralta. Joint 

Venture Internacional. Óp. cit., p. 58.).  
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el que las partes emplean una sociedad-persona como vehículo para cumplir el acuerdo. 

2) El joint venture contractual, que se presenta cuando la relación permanece en un 

plano eminentemente contractual, sin transcender a una persona jurídica. 3) El joint 

venture mixto, que es una mezcla de los anteriores: una parte de la relación se cumple a 

través de una persona jurídica y otra se ejecuta por las partes sin utilizar sociedad-

persona alguna
38

. El mismo autor define al joint venture de manera general, como:  

[…] El acuerdo de emprender una actividad determinada, de manera conjunta, a 

través de los medios que también definen, para lo cual se obligan a efectuar 

contribuciones de diversa naturaleza, con la pretensión de alcanzar un beneficio 

común y, salvo pacto en contrario, participar en las pérdidas, con la posibilidad, para 

ambas partes, de ejercer la gestión y el control de la referida actividad o de una parte 

de ella […]
39

. 

1.4.2 Uniones transitorias de empresas (UTE) 

La unión transitoria de empresas (UTE) es una modalidad de los denominados 

grupos de colaboración empresarial, entre los que como se ha mencionado en el 

parágrafo anterior se encuentra el joint venture. Esta figura está contemplada en la 

legislación argentina y en el artículo 1463 del Código Civil y Comercial de la Nación se 

establece la definición legal de la UTE, señalando que “hay contrato de unión transitoria 

cuando las partes se reúnen para el desarrollo o ejecución de obras, servicios o 

suministros concretos, dentro o fuera de la República. Pueden desarrollar o ejecutar las 

obras y servicios complementarios y accesorios al objeto principal”
40

.  

Una de las características principales de la UTE es que deben constituirse mediante 

contrato, que debe formalizarse por escrito, y puede otorgarse por instrumento público o 

privado, y debe ser inscrito en la entidad correspondiente con el único efecto de 

publicidad, ya que dicha inscripción no le otorga el carácter de sujeto de derecho
41

. De 

lo expuesto, se deduce que la UTE tiene un carácter exclusivamente contractual, por lo 
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 Mario de la Madrid. El Joint Venture como Sociedad. Óp. cit., p.82. 

39
 Id., p. 84. 

40
 Código Civil y Comercial de la Nación (Argentina). Artículo 1463. Ley 26.994 de 7 de octubre de 

2014.  
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 Código Civil y Comercial de la Nación (Argentina). Artículo 1465. Ley 26.994 de 7 de octubre de 

2014. 
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que no da nacimiento a una persona jurídica distinta a sus miembros; y, por ende, al no 

ser persona, no es un ente susceptible de adquirir derechos y contraer obligaciones
42

. 

1.4.3 Sociedad en participación  

La sociedad en participación, según Kurlat y Ugarte, surge cuando un sujeto 

llamado “socio gestor”, se asocia y hace participar a otro u otros en la realización de un 

negocio que él mismo contrata a título individual con un tercero, el cual usualmente 

desconoce la existencia de esta sociedad, lo que hace que se la denomine también 

sociedad oculta
43

. 

 Los citados autores proponen algunas características de la sociedad en 

participación entre las que se encuentran: 1) Es oculta, por cuanto uno es el socio que 

actúa frente a los terceros, quienes contratan sólo con él, por lo que los demás socios 

ocultos responderían sólo por los aportes realizados al socio gestor. 2) Es anómala, ya 

que esta sociedad carece de los elementos esenciales que caracterizan a las sociedades 

en general, como la personalidad jurídica, denominación social, domicilio y fondo 

social. 3) Transitoria, por cuando la sociedad agota su existencia cumpliendo el negocio 

para el que se constituyó. 4) De objeto social limitado, pues su objeto se limita a uno o 

más negocios determinados. 5) No formal, ya que no está sometido a forma alguna ni 

debe inscribirse. 6) Interna, al no poseer personalidad jurídica ni patrimonio autónomo, 

su funcionamiento se limita a las relaciones internas entre los socios
44

. 

Por las características enunciadas, con frecuencia se confunde al contrato de cuenta 

en participación con el joint venture y, por tanto, con el consorcio. No obstante, Aníbal 

Sierralta anota algunas diferencias entre el contrato de participación y el joint venture, 

dentro de las que se puede destacar: a) En la sociedad en participación, el socio gestor 

responde exclusivamente frente a terceros; mientras que, en el consorcio todos los 

contratantes son responsables en cuanto las operaciones importen directamente al objeto 

del negocio. b) En la sociedad en participación se cumple el objeto del contrato 

mediante la actividad del socio gestor que es quien asume la dirección. En el consorcio 

en cambio, cada partícipe interviene directamente en la operación. c) La asociación en 
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 Ernesto Martorell (Dir.). Tratado de Derecho Comercial. Óp. cit., p. 687. 
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 Id., p. 630. 
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participación tiene como fin lograr utilidades, en tanto el joint venture —según 

Sierralta— busca una relación de cooperación para alcanzar objetivos comunes de los 

que pueden derivarse o no beneficios económicos
45

. Por lo expuesto, Sierralta sostiene 

que es errada la afirmación hecha por Víctor Torres y Fernando O’Phelan al equiparar el 

joint venture (consorcio) a una asociación en participación
46

.  

1.4.4 Grupos de interés económico (GIE) 

Los grupos de interés económico (GIE) tienen su origen en Francia y actualmente 

se regulan por el Código de Comercio de Francia. En el artículo L. 251-1 se establece 

que “dos o varias personas físicas o jurídicas podrán constituir entre ellas una 

agrupación de interés económico con una duración determinada”
47

. Los GIE en Francia, 

son considerados como una etapa intermedia en el camino entre la asociación y la 

sociedad, por lo que son difíciles de conceptualizar. No obstante, algunos doctrinarios 

franceses como Ives Guyón y Georges Coquereau han propuesto la siguiente definición 

para esta institución: “los grupos de interés económico son personas morales 

constituidas libremente entre personas indefinidas y en principio solidariamente 

responsables, que se reúnen, con la mira de poner en obra los medios propios destinados 

a desarrollar sus actividades económicas mantenidas independientemente”
48

.
 49
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 Aníbal Sierralta. Joint Venture Internacional. Óp. cit., p. 82. 
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 Id., p. 83.  
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 Ricardo Sandoval. “Los Grupos o Agrupaciones de Interés Económico”. Revista de Derecho. 

Concepción: Editorial Andrés Bello., pp. 110-111.  

49
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Económico”. Óp. cit., p. 109.) 
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1.4.5 Sociedad comercial o mercantil 

Las sociedades pueden ser civiles o comerciales. Las sociedades son comerciales 

cuando dos o más personas se organizan, para efectuar negocios que la ley califica 

como actos de comercio
50

. Para Carlos Villegas la diferencia sustancial entre una y otra 

sociedad radica en que la sociedad comercial realiza “actos de comercio”, mientras que 

la sociedad civil ejecuta actos “no comerciales”
51

. 

Guillermo Cabanellas agrega que las sociedades comerciales requieren de un 

procedimiento de inscripción para poder operar regularmente; ese procedimiento, 

implica manifestar expresamente qué tipo de sociedad se desea constituir, a falta de esa 

inscripción Cabanellas sostiene que la sociedad no tendría los efectos regulares de tal
52

. 

La constitución de una sociedad comercial según Lisandro Peña da origen a una 

persona jurídica capaz de ejercer derechos y contraer obligaciones, y de ser representada 

judicial y extrajudicialmente. Así pues, la sociedad mercantil, una vez constituida 

legalmente por escritura pública, integra un ente independiente de cada uno de los 

socios, capaz de contraer derechos y obligaciones por sí sola. Su formación como una 

persona jurídica es determinante, ya que se genera la separación del patrimonio de la 

sociedad del de sus asociados individualmente considerados. El efecto constitutivo de la 

sociedad mercantil tiene por virtud crear la persona jurídica, y ello implica el 

surgimiento de una personalidad distinta de la de los socios individuamente 

considerados y de unos atributos, que la sociedad adquiere una vez que nace, tales como 

nombre, capacidad jurídica, domicilio, patrimonio y nacionalidad
53

. 

1.4.6 Sociedad civil 

La sociedad civil es la que no tiene objeto comercial. En consecuencia este tipo de 

sociedad es la que se forma para realizar negocios calificados como actos civiles. La 

sociedad civil nace como “persona jurídica” por el solo hecho de la celebración del 

contrato de sociedad, que constituye el acuerdo de dos o más personas que estipulan 

poner algo en común con la mira de repartir entre sí los beneficios que de ello 
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provenga
54

. Así, Gilberto Villegas sostiene que la sociedad nace y la persona jurídica se 

“crea” por el simple acuerdo de las partes. En consecuencia, es un contrato consensual 

que se perfecciona con la expresión de la voluntad de las partes
55

.  

Para concluir Guillermo Borda señala las siguientes distinciones entre las 

sociedades civiles y comerciales. a) Las sociedades comerciales deben inscribirse en el 

Registro Público; las civiles están exentas de tal requisito. b) las sociedades civiles son 

siempre intuito personae; las comerciales no siempre. c) con relación a las primeras es 

competente la justicia civil; con respecto a las segundas, la comercial
56

.  

1.5 Posiciones sobre la naturaleza jurídica del consorcio 

De la sección anterior se evidencia que existen figuras jurídicas afines al consorcio, 

cada una de ellas con un régimen y tratamiento especial. Sin embargo, el consorcio 

empresarial, como se revisó al inicio de este capítulo, es considerado por gran parte de 

la doctrina como un contrato atípico. No obstante, este no es un criterio uniforme, razón 

por la cual se ha generado un intenso debate jurídico respecto a la naturaleza jurídica del 

consorcio empresarial
57

. En este contexto, a continuación se revisará las dos tesis que 

surgen del debate jurídico planteado por la doctrina y la jurisprudencia entorno a la 

naturaleza jurídica del consorcio como una forma de asociación empresarial.  

1.5.1 El consorcio tiene naturaleza eminentemente contractual (tesis 1) 

Juan Luis Colaiácovo señala que el consorcio es un mero contrato, que no provoca 

la creación de un nuevo ente jurídico y puede existir apenas en el ámbito de las 
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estructuras internas de las empresas consorciadas
58

. En su opinión, el consorcio 

constituye un simple contrato por el que los participantes de la asociación estipulan las 

obligaciones que han de cumplir para alcanzar el objetivo común, conservando cada uno 

su individualidad jurídica y sin crear un nuevo sujeto de derecho. El carácter contractual 

del consorcio es la tesis que la mayoría de abogados y juristas abrazan respecto a la 

naturaleza jurídica del consorcio.  

Cabe destacar que en algunos de los ordenamientos jurídicos de América Latina la 

figura del consorcio no está regulada, principalmente porque se trata de una figura 

adaptada a nuestro sistema desde el derecho anglosajón. Sin embargo, en países en los 

que el consorcio si tiene una regulación como es el caso de Perú y Argentina se deja en 

claro por expresa disposición legal, que estos no constituyen personas jurídicas, 

sociedades ni sujetos de derechos
59

. Caso similar ocurre en Brasil donde la Ley 6404 de 

1976 en los artículos 278 y 279 respecto a los consorcios, establece que: “las compañías 

o cualquier tipo de sociedad, puede constituir un consorcio para ejecutar determinada 

actividad, pero no tiene personalidad jurídica y los consorciados solamente se obligan, 

según las condiciones previstas en el respectivo contrato, respondiendo cada uno por sus 

obligaciones, sin presunción de solidaridad”
60

.  

Por otro lado, en países como Venezuela y Colombia en los que no existe un gran 

desarrollo legislativo respecto al tema, la jurisprudencia contenciosa administrativa de 

Colombia ha señalado que:  

 El Consorcio no genera una nueva sociedad mercantil, porque al no estar 

constituida con todos los requisitos legales, no forma una persona jurídica distinta de 

los socios individualmente considerados (art. 98 del C. de Co.). Por similares razones 

tampoco es una sociedad irregular (art. 500 del C. de Co.). Tampoco es una sociedad 

de hecho en definición legal, y por esta misma carece de personería jurídica (C. de 

Co., arts. 498 y 499). Ni la ley lo considera Cuenta en Participación, que además, 

carece de personería jurídica (art. 509 del C. de Co.) De otra parte, el Registro del 

Consorcio como Establecimiento de Comercio en una Cámara de Comercio constituye 
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un mero instrumento de publicidad que no genera por ley personería jurídica
61

. [la 

subraya pertenece al texto original]. 

La jurisprudencia venezolana mediante sentencia de la Sala Político Administrativa 

del 23 de enero de 2003 bajo el mismo criterio dicto que:  

El consorcio carece de personalidad jurídica y patrimonio propio. En tal sentido, 

los consorcios al no tener personalidad jurídica no pueden equipararse por analogía a 

las llamadas sociedades irregulares, a las cuales el derecho sí les reconoce 

personalidad jurídica, en tanto que las mismas están constituidas con base en una 

estructura societaria, pero sin cumplir con las formalidades registrales previstas por el 

Código de Comercio
62

.  

Así pues, se colige que en varios de los países de Latinoamérica se concibe al 

consorcio empresarial como una figura con carácter eminentemente contractual, por lo 

que las legislaciones de América Latina por lo general se adhieren a la tesis 1 por la que 

el consorcio no da origen a una nueva persona jurídica.  

1.5.2 El consorcio da lugar a una persona jurídica (Tesis 2) 

Contraria a la posición que se ha analizado en el punto anterior, Claude Champaud 

considera que el consorcio constituye una agrupación que responde generalmente a un 

contrato con características muy peculiares, que permiten establecer vínculos 

multilaterales a fin de crear una unidad económica
63

. Así, Caballero sostiene que “el 

consorcio está dotado de potestad jurídica, puesto que al gozar de personalidad será un 

centro de imputaciones jurídicas, un sujeto capaz de [adquirir] derechos […], por lo que 

respecto de actividades meramente privadas será una persona jurídica propia del 

derecho privado […]”. Advierte además que el consorcio es un nuevo tipo de 

asociación, tanto en el ámbito del Derecho privado como del Derecho público, distinto 

por consiguiente de todos los tipos de personificaciones conocidas hasta ahora
64

.  

Giuseppe Stancanelli afirma que “desde su constitución, el consorcio se convierte 

en el sujeto activo del ejercicio de dicha actividad; al mismo tiempo, la actividad 
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ejercida por el consorcio se presenta como satisfactoria de intereses de los consorciados 

y no ya solo de intereses que estos tienen en su calidad de miembros del consorcio. 

Precisamente por la circunstancia de que el consorcio no trata de conseguir fines nuevos 

y que antes bien pretende coincidir su actividad con la de los consorciados, se ha 

intentado configurarlo como un órgano común a varios entes pero dotado de 

personalidad jurídica”
65

.  

En el mismo sentido se expresa el profesor venezolano Mario Pesci, para quien el 

consorcio constituye un contrato de sociedad, que no está expresamente regulado por el 

Código Civil y por el de Comercio, por lo que, para entender los efectos jurídicos que 

su constitución produce, deben aplicarse las normas que sobre el contrato de sociedad, 

contienen los textos legales mencionados
66

.  

Bajo esta concepción legisló Francia, donde se permitió la creación de una forma de 

asociación empresarial similar a la figura del consorcio denominada Agrupamiento de 

Interés Económico GIE que por disposición legal goza de personalidad jurídica propia a 

partir de su inscripción en Registro de Comercio y de Sociedades. Esta forma de 

asociación empresarial tiene por finalidad según la norma N° 821/67 el 

aprovisionamiento de todos los medios aptos para facilitar o desarrollar la actividad 

económica de sus miembros, y para mejorar o ampliar los resultados de dicha 

actividad
67

.  
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Capítulo II:  

El contrato de consorcio en la legislación comparada 

Este capítulo tiene la finalidad de brindar una aproximación respecto a las figuras 

jurídicas afines al consorcio que se contemplan en las distintas legislaciones de América 

Latina y Europa. Como ya se ha mencionado, no todos los ordenamientos jurídicos 

reconocen al consorcio como una forma de agrupación empresarial; algunos, abrazan la 

institución del consorcio con los mismos efectos, pero bajo otra denominación.  

Siguiendo la tradición romanista del Ecuador se escogió a Argentina y Perú, de 

América Latina y; Francia de Europa; para efectuar este análisis con el afán de conocer 

el marco jurídico aplicable a las asociaciones empresariales que se reconocen en los 

países en mención, para luego, en el tercer capítulo, proceder con el análisis del sistema 

jurídico ecuatoriano.  

2.1 Argentina  

La República de Argentina es el país de Latinoamérica que posee un gran adelanto 

jurídico respecto a las distintas formas de asociación empresarial. Así pues, su 

legislación reconoce a la Agrupación de Colaboración Empresarial (ACE), la Unión 

Transitoria de Empresas (UTE) y los Consorcios de Cooperación. Cada una de estas 

formas empresariales tiene sus particularidades y han sido concebidas bajo sus propias 

reglas como se verá a continuación. 

2.1.1 Marco jurídico  

En Argentina, los contratos de asociación empresarial eran considerados contratos 

atípicos, pero a partir de la década de 1970 las asociaciones empresariales empiezan a 

cobrar importancia en el sector de hidrocarburos y en el de construcción.
68

 La atipicidad 

de estos grupos implicaba una alta inestabilidad jurídica, por lo que se expide la Ley 
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22.903 modificatoria de la Ley de Sociedades Comerciales 19.550 y, con ello, se 

incorpora un capítulo especial en el que se regula el funcionamiento de las ACE y 

UTE
69

. Recientemente a partir del 2015, estas figuras fueron recogidas por el Código 

Civil y Comercial de la Nación Argentina, ley 26.994 donde se contempla el marco 

jurídico que regula las ACE, UTE, y Consorcios de Cooperación.  

2.1.2 Denominación y definición  

En este apartado se revisará brevemente una definición de las tres formas de 

asociación empresarial contempladas en el ordenamiento jurídico de Argentina. 

Agrupación de colaboración empresarial (ACE). - Ernerto Martorell define a las 

ACE como organizaciones formadas por dos o más personas de existencia visible o 

ideal, cuyo objeto es facilitar o desarrollar determinadas fases de su actividad 

empresarial particular en beneficio propio, o el perfeccionar o hacer más productivo el 

resultado. Sostiene además que aquellos que deciden formar una ACE, no lo hacen con 

la intención de obtener lucro “común” como consecuencia de la asociación, sino que el 

objetivo radica en obtener un beneficio directo en su actividad empresarial individual
70

. 

Esta definición concuerda con el artículo 1453 y 1454 de la Ley 26.994 de Argentina.  

Unión transitoria de empresas (UTE). - El artículo 1463 de la ley 26.994 define a la 

UTE como un contrato en el que las partes se reúnen para el desarrollo o ejecución de 

obras, servicios o suministros concretos, dentro o fuera de la República éstas pueden 

ejecutar obras o servicios complementarios y accesorios al objeto principal de las 

partes
71

. Ernesto Martorell sostiene que la UTE, no es más que un tipo de joint venture, 

mediante la cual empresarios y sociedades nacionales o extranjeras, pueden reunir sus 

conocimientos, tecnologías, recursos materiales y humanos para la concreción en común 

de un proyecto temporario y concreto.  

Consorcio de cooperación. - Es definido por el artículo 1470 de la Ley 26.994 

como un contrato en el que las partes establecen una organización común para facilitar, 
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desarrollar, incrementar o concretar operaciones relacionadas con la actividad 

económica de sus miembros a fin de mejorar o acrecentar sus resultados
72

.  

2.1.3 Requisitos y características  

A continuación se estudiará algunas características de las tres formas de agrupación 

empresarial citadas por el Código Civil y Comercial de la Nación Argentina.  

Agrupación de colaboración empresarial (ACE). - La ACE puede estar conformada 

por sociedades nacionales o extranjeras, y/o empresarios individuales. No puede 

perseguir fines lucrativos y el contrato debe otorgarse por instrumento público o privado 

e inscribirse en el Registro Público que corresponda. El contrato, debe contener los 

elementos enumerados por el artículo 1455, sin prejuicio de que los contratantes 

incorporen cualquier otra cláusula que consideren pertinente. En lo que respecta a la 

adopción de decisiones, el principio general, es que las resoluciones de la agrupación se 

adoptan por mayoría de los participantes, salvo pacto en contrario
73

.  

Unión transitoria de empresas (UTE). - La UTE se constituye con el objetivo de 

desarrollar o ejecutar una obra o un servicio complementario o accesorio al objeto 

principal. El contrato de la UTE debe formalizarse por escrito y puede otorgarse 

mediante instrumento público o privado y debe inscribirse en el Registro Público con el 

único efecto de publicidad
74

. El contrato debe contener las cláusulas estipulas en el 

artículo 1464 de la Ley 26.994 además de la designación del representante quién tendrá 

poder suficiente para representar a los miembros de la UTE.  

Consorcio de cooperación. - El Consorcio de Cooperación es una organización que 

se forma por personas físicas o jurídicas ligadas por un contrato constitutivo que debe 

contener los elementos estipulados en el artículo 1474 de la ley 26.994. El contrato se 

otorga por instrumento público o privado y persigue un fin lucrativo, en cuanto sus 

miembros esperan resultados económicos, que serán distribuidos entre ellos en la 
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proporción que fija el contrato o en su defecto, por partes iguales
75

. El consorcio contará 

con un representante quien actuará conforme las facultades signadas en el contrato. Para 

cumplir con el objeto del consorcio los miembros crean un fondo operativo común. 

Finalmente, los miembros del consorcio responderán frente a terceros en porción de las 

obligaciones asumidas en nombre del consorcio. 

2.1.4 Naturaleza jurídica  

Las agrupaciones de colaboración empresarial, las uniones transitorias de empresas 

así como los consorcios de cooperación tienen naturaleza contractual y no son personas 

jurídicas, ni sociedades, ni sujetos de derechos, pues la ley no les ha dado tal calidad. 

Las mencionadas figuras, al no ser sujetos de derecho, no son entes susceptibles de 

adquirir derechos y contraer obligaciones
76

. De manera que, aun cuando existan 

referencias que podrían de alguna medida ser soporte para la configuración de un sujeto 

de derecho y dado que la personalidad jurídica es un recurso técnico que el legislador 

adopta o no según las pautas de conveniencia o de política legislativa, se optó en el caso 

argentino por excluir la calidad aludida; por lo que hay que destacar que la misma ley 

26.994 ha negado la condición de sujeto de derecho a las formas de asociación 

empresarial contempladas a partir del artículo 1442 de la ley 26.994
77

. 

2.2 Perú  

La República del Perú en los últimos años ha generado importantes avances en el 

desarrollo de un marco jurídico aplicable a los contratos de colaboración empresarial 

mediante los cuales se gestionan negocios importantes dada la facilidad que ofrecen 

estos contratos para que los inversionistas puedan desarrollar actividades en campos 

donde se requieran recursos y tecnologías avanzadas. La Ley General de Sociedades (en 

adelante LGS) reconoce dos formas de colaboración empresarial: el contrato de 

asociación en participación y el consorcio. 
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2.2.1 Marco jurídico  

Actualmente, la Ley General de Sociedades, Ley 26887, regula a los contratos 

asociativos en su libro quinto. En los primeros artículos, esto es el 438 y 439, se 

establecen las generalidades comunes a todos los contratos asociativos. Hugo 

Huayanay, respecto a los contratos asociativos, sostiene que la regulación de este género 

contractual es bastante amplia, que deja abierta la posibilidad, de acuerdo a la 

autonomía de la voluntad, que las partes pueden celebrar otros contratos asociativos, 

que no necesariamente están descritos en la LGS. La Ley 26887 se ocupa del 

tratamiento de las dos modalidades de este género contractual que son: la Asociación en 

Participación y el Consorcio.
78

 Respecto a ésta última forma, cabe destacar que si bien 

la actual LGS constituye el marco jurídico general regulatorio de los consorcios en el 

Perú, en el ámbito de las contrataciones del Estado, la Ley de Contratación Estatal 

(LCE) y su reglamento (RLCE) han creado un marco jurídico propio y especial para los 

consorcios que contraten con la Administración Pública
79

. 

2.2.2 Denominación y definición  

Como se ha planteado en el primer capítulo, esta investigación versa 

exclusivamente sobre el contrato de consorcio en el marco del Derecho privado, de 

manera que se omitirá la definición del consorcio dada por la LCE de Perú y se pasará a 

analizar las dos figuras de asociación empresarial recogidas por la LGS.  

Contrato de asociación en participación. - El artículo 440 de la LGS establece que 

la asociación en participación es el contrato por el cual una persona, denominada 

asociante, concede a otra u otras personas denominadas asociados, una participación en 

el resultado o en las utilidades de uno o de varios negocios o empresas del asociante, a 

cambio de determinada contribución
80

.  

Contrato de consorcio. - El contrato de consorcio es definido por el artículo 445 de 

la LGS como “el contrato por el cual dos o más personas se asocian para participar en 
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forma activa y directa en un determinado negocio o empresa con el propósito de obtener 

un beneficio económico, manteniendo cada una su propia autonomía”
81

. 

A continuación, se analizarán cuáles son los requisitos y característica de los 

contratos asociativos que contempla la Ley General de Sociedad de Perú. 

2.2.3 Requisitos y características  

El requisito para constituir una asociación empresarial bajo la LGS en el Perú, es en 

general la voluntad de asociarse para cumplir un objetivo común. Luego, los contratos 

deben constar por escrito, sin la necesidad de que sean inscritos en el Registro Público. 

A continuación se estudiará brevemente algunas de las características de estas dos 

formas de asociación empresarial.  

Contrato de asociación en participación.- Hugo Huayanay señala las siguientes 

características: a) la participación en los resultados del negocio que obtiene el asociado 

será en base a los aportes que se obliga a efectuar al asociante; b) el asociante es el 

único dueño y responsable del negocio; c) se trata de un contrato de naturaleza 

temporal, ya que comprende negocios determinados y transitorios; vencido el plazo del 

contrato, se procede a la liquidación del mismo; d) tiene carácter de privacidad en 

cuanto es el asociante quien, en nombre propio y de forma exclusiva, le corresponde la 

gestión y dirección del negocio; e) los asociados, como en todo negocio, tienen derecho 

a la rendición de cuentas y al reparto de ganancias y pérdidas (si las hubieren); y, f) 

existe limitación para integrar a nuevos asociados al negocio materia del contrato sin 

contar con el consentimiento previo y expreso del o los asociados
82

.  

Contrato de consorcio. - De la definición de consorcio dada por el artículo 445 de la 

LGS, se extraen las siguientes características: a) desarrollo en conjunto y participación 

activa y directa de las partes en el negocio; b) obtención de un fin económico; c) 

inexistencia de un patrimonio común y carencia de personalidad jurídica; d) vinculación 

directa de las partes con terceros, individualmente y en conjunto; y e) administración 

centralizada con intervención de las partes.  

Como se observa la diferencia sustancial entre una y otra forma de asociación 

radica en que en el contrato de asociación en participación, quien dirige y gestiona el 
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negocio es el asociante, quedando fuera y al margen de dicho manejo el o los asociados; 

mientras que en el consorcio, lo usual es que cada parte asuma en el negocio la 

responsabilidad a la que se ha comprometido en el contrato. Otra diferencia sustancial 

se evidencia en la relación con terceros; así pues, al ser el asociante quien por su cuenta 

y bajo su responsabilidad gestiona el negocio, es él quien responde frente a los terceros 

y no los asociados; en el consorcio los terceros no tienen ningún tipo de limitación de 

vincularse con los consorciados y viceversa.
83

 Finalmente, respecto a los bienes 

aportados al negocio en la asociación en participación, se presume que los aportes 

pertenecen al asociante, salvo aquellos que se encuentren inscritos en el Registro a 

nombre del asociado;
84

 en cambio en el consorcio, los bienes se presumen de propiedad 

de cada consorciado. 

2.2.4 Naturaleza jurídica   

El artículo 438 de la LGS respecto de los contratos asociativos en general señala 

expresamente que éstos no generan una persona jurídica; por tanto, la asociación en 

participación y el consorcio no tienen personalidad jurídica ya que su naturaleza es 

eminentemente contractual.  

2.3 Francia  

Francia, ante la necesidad de adaptar su legislación a las nuevas y crecientes 

tendencias de la globalización donde los más fuertes sobrevivían al mercado 

competitivo, decidió en 1967 establecer un marco legal para que las empresas puedan 

agruparse formando diversas combinaciones, adecuadas a su medida y adaptadas a sus 

actividades para suscitar su desarrollo por la cooperación.
85

 Sobre este tema, Jean 

Guyenot sostiene que la legislación francesa creó un grupo de interés con un marco 

legal ágil y maleable.
86
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2.3.1 Marco jurídico  

Mediante ordenanza 67.821 de 23 de septiembre de 1967, se crea la figura de los 

Grupos de Interés Económico (conocidos como GIE) que constituyen una estructura 

jurídica nueva, dotada de personalidad moral, considerada como intermedia entre la 

asociación y la sociedad
87

. La citada ordenanza fue modificada posteriormente por la 

Ley 89.377 del 13 de junio de 1989.
88

 En la actualidad, los GIE están codificados en el 

Código de Comercio Francés, libro II, Título V de las Agrupaciones de interés 

económico a partir del artículo L. 251-1.
89

  

2.3.2 Denominación y definición 

El GIE es la única forma de asociación empresarial contemplada por la legislación 

francesa. En el artículo L. 251-1 del Código de Comercio se lo define como la unión de:  

Dos o varias personas físicas o jurídicas (que pueden) constituir entre ellas una 

agrupación de interés económico con una duración determinada. La finalidad de la 

agrupación será facilitar o desarrollar la actividad económica de sus miembros y 

mejorar o incrementar los resultados de esta actividad. No será la consecución de 

beneficios en sí misma. Su actividad deberá estar ligada a la actividad económica de 

sus miembros y solo podrá tener un carácter auxiliar con relación a esta
90

. 

2.3.3 Requisitos y características  

Para la constitución de un GIE se requiere de la celebración de un contrato que debe 

contener los elementos del artículo L.251-8 del Código de Comercio Francés. El 

contrato debe ser inscrito en el Registro de Comercio con lo que se confiere a la entidad 

personalidad jurídica,
91

 que se traduce en la capacidad de adquirir derechos y contraer 

obligaciones.  

Entre las características de los GIE se debe anotar que: 1) para su constitución se 

requiere mínimo dos personas sean naturales o jurídicas y que tengan actividades 

comerciales o la calidad de empresarios pues este es un requisito indispensable ya que 
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los GIE buscan facilitar o desarrollar la actividad económica de sus miembros y no 

iniciar una nueva
92

. 2) El GIE tiene personalidad jurídica y plena capacidad a partir de 

su inscripción en el Registro de Comercio y de Sociedades. 3) No es necesario que el 

GIE cuente con un capital propio. Si no tiene actividad externa, no requiere de fondo 

común, pero el reconocimiento de personalidad jurídica implica la existencia de un 

patrimonio autónomo
93

.  

2.3.4 Naturaleza jurídica  

Antes de la ordenanza 67.821, para la legislación francesa, dos eran las formas de 

personas jurídicas de Derecho privado: la sociedad y la asociación. La principal 

distinción entre una y otra radica en que, la asociación no da lugar a la obtención y al 

reparto de beneficios,
94

 mientras que en la sociedad busca obtener a título principal 

utilidades o beneficios. El GIE surge como una nueva figura intermedia entre la 

sociedad y la asociación dotada de personalidad jurídica a partir de su inscripción en el 

Registro de Comercio y de Sociedades según el artículo L251-4 que manda: “La 

agrupación de interés económico gozará de personalidad jurídica y de plena capacidad a 

partir de su inscripción en el Registro de Comercio y de Sociedades [...]”
95

. 

2.4 Evaluación 

La tabla 1 esquematiza la información de los tres países que han servido de 

referencia para el estudio comparado de los consorcios. El objetivo de este apartado 

radica en evidenciar las principales características de las otras formas de asociación 

empresarial, así como, identificar la naturaleza jurídica de estas asociaciones contenidas 

en las legislaciones de Argentina, Perú y Francia.  
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Tabla 1: El consorcio en la legislación comparada 

País Denominación Características Naturaleza 

jurídica 

A
rg

en
ti

n
a 

La legislación 
argentina reconoce 
tres formas de 
asociación 
empresarial y son: 
a) Agrupación de 
colaboración 
empresarial b) 
Unión transitoria de 
empresas y; c) 
Consorcio de 
Cooperación.  

ACE - Su finalidad es la de facilitar o 
desarrollar determinadas fases de la 
actividad de sus miembros.  

- No tiene fin lucrativo. 
- Debe constar por escrito en 

instrumento público o privado e 
inscribirse en el Registro Público. 

La naturaleza de los 
tres contratos de 
asociación 
empresarial es 
eminentemente 
contractual. 
 
Estas formas de 
asociación carecen 
de personalidad 
jurídica por expresa 
disposición del 
inciso 2 del artículo 
1442 de la Ley 
26.994 

UTE - El objeto radica en desarrollar o 
ejecutar obras y servicios 
complementarios y accesorios al 
objeto principal de los asociados. 

- Sí persigue fin de lucro. 
- Debe constar por escrito en 

instrumento público o privado e 
inscribirse en el Registro Público. 

Consorcio 
de 
cooperación 

- La finalidad es la facilitar, desarrollar 
o concretar operaciones relacionadas 
con la actividad económica de sus 
miembros. 

- Tiene finalidad lucrativa y los 
beneficios se distribuyen en función de 
la participación de los miembros. 

- Posee un fondo operativo.  
- Debe constar por escrito en 

instrumento público o privado e 
inscribirse en el Registro Público. 

P
er

ú
 

Perú reconoce dos 
formas de 
asociación 
empresarial: a) El 
contrato de 
Asociación en 
Participación y; b) 
El contrato de 
Consorcio  

Asociación 
en 
Participación 

- La asociación se forma con el 
asociante quien gestiona el negocio a 
nombre de los asociados quienes 
tienen derecho a la rendición de 
cuentas por parte del asociante. 

- El contrato debe constar por escrito.  
- Los asociados tienen participación en 

los resultados del negocio. 
- Tiene naturaleza temporal 
- Tiene fin de lucrativo. 

De naturaleza 
contractual. 
 
No se reconoce 
personalidad 
jurídica a ninguna 
de las formas de 
asociación 
empresarial en Perú 
por disposición 
expresa del artículo 
438 de la Ley 
General de 
Sociedades. 

Consorcio - Los asociados del consorcio manejan 
de forma directa el negocio.  

- Tiene fin de lucrativo. 
- Inexistencia de patrimonio jurídico.  

F
ra

n
ci

a 

Francia recoge la 
figura del Grupo de 
interés económico 
GIE. 

- El objeto del GIE debe estar relacionado con la 
actividad económica de sus miembros. 

- El GIE tiene origen en un contrato, el mismo que debe 
contener entre otros elementos: la razón o 
denominación social, tiempo de duración, objeto y 
dirección de la agrupación 

- Debe constituirse por escrito e inscribirse en el 
Registro de Comercio. 

- El GIE tiene personalidad jurídica y plena capacidad a 
partir de la inscripción.  

- Los miembros del GIE responderán por las deudas, y 
lo hará siempre que los acreedores hayan requerido 
infructuosamente a la agrupación.  

Si tiene 
personalidad 
jurídica, la misma 
que se obtiene con 
la inscripción del 
contrato en el 
Registro de 
Comercio y de 
Sociedades. 

 



41 

 

 

De las características que se han distinguido en la Tabla 1 se colige la forma de 

constitución de las diversas asociaciones empresariales que se regulan en las 

legislaciones de Argentina, Perú y Francia. Respecto al primer país en estudio se 

observa que la ACE, la UTE y los Consorcios de Cooperación que constituyen los 

contratos de colaboración empresarial de la legislación argentina, nacen a la vida 

jurídica por un contrato que debe otorgarse por instrumento público o privado y que 

además requiere de su inscripción en el Registro Público correspondiente. Pero, vale 

destacar que la inscripción de estos contratos en la legislación argentina, tienen el 

carácter de ad probationen.  

Lo expuesto difiere de lo reglado por la legislación peruana, donde no se exige la 

inscripción de los contratos de asociación empresarial en el Registro Público; el único 

requisito para la Asociación en Participación y para el Consorcio según la Ley General 

de Sociedades del Perú, es que sus contratos consten por escrito. 

En la legislación francesa en cambio, el contrato que da origen al GIE debe constar 

por escrito y además debe ser inscrito en el Registro de Comercio y Sociedades de 

Francia. Contrario a lo que ocurre en Argentina, en la legislación francesa, sí se otorga 

al GIE personalidad jurídica y plena capacidad para adquirir derechos y contraer 

obligaciones a partir de la inscripción del contrato en la entidad correspondiente. Así 

pues, la constitución del GIE, implica el nacimiento de una nueva persona jurídica en la 

legislación francesa.  

Otra característica a destacar de las figuras jurídicas en análisis, es respecto a la 

responsabilidad de los miembros de estas asociaciones empresariales con los terceros. 

En el caso de la legislación argentina cada forma de asociación empresarial tiene un 

régimen de responsabilidad diferente; en la ACE, por ejemplo, los socios responden de 

forma solidaria ante los terceros. No así en las UTE, donde no existe solidaridad. En el 

caso de los consorcios, la responsabilidad con terceros será en razón de la participación 

de cada asociante.  

En la legislación peruana, en la Asociación en Participación, el asociante es quien 

responde por las obligaciones librando a los asociados de cualquier responsabilidad. 

Pero, en el consorcio peruano, los consorciados responden en proporción a su 

participación pues ellos administran directamente el negocio. En el GIE de Francia los 
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miembros de dicha asociación responden por las deudas siempre que los acreedores 

hayan requerido a la agrupación infructuosamente.  

Para finalizar con este análisis, resulta fundamental señalar luego de la información 

recopilada ¿cuál es la naturaleza jurídica de las formas de asociación empresarial, que se 

han identificado en la legislación comparada? Y en conclusión debe señalarse que en los 

ordenamientos jurídicos de Argentina y Perú las formas de asociación empresarial, 

tienen naturaleza eminentemente contractual. Ya que por expresa disposición legal se 

deja en claro que estas agrupaciones no pueden constituir una persona jurídica. De 

hecho, vale destacar que este es el criterio que en general recogen algunos 

ordenamientos de los países de América Latina donde se concibe a estas asociaciones 

como simples contratos.  

Lo destacable de los ordenamientos jurídicos de Argentina y Perú, es el importante 

desarrollo legislativo que tienen respecto a este tema, pues contrario a lo que ocurre en 

otras legislaciones del mismo continente, en los países en mención no hay lugar a un 

debate jurídico respecto al tema en cuanto estos poseen un marco legal que no admite 

disquisición alguna respecto a la naturaleza jurídica de los contratos de colaboración 

empresarial.  

En cuanto al Grupo de Interés Económico, la legislación francesa reconoce 

personalidad jurídica a esta forma de asociación empresarial a partir de la inscripción 

del contrato en el Registro de Comercio y de Sociedades, por lo que a criterio de 

Ricardo Sandoval la inscripción del GIE en el registro de comercio equivale a la 

“partida de nacimiento” del grupo, ya que le confiere personalidad jurídica
96

. 
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Capítulo III:  

Naturaleza jurídica del consorcio en Ecuador 

En esta sección se analizará la naturaleza jurídica del consorcio en el Ecuador. Con 

este fin se estudiará el concepto, las generalidades y el marco jurídico de esta forma de 

asociación empresarial conforme a la legislación y jurisprudencia ecuatorianas.  

La tesis que se ha planteado en el presente trabajo respecto a la naturaleza jurídica 

del consorcio es que este reúne los elementos esenciales del contrato de sociedad por lo 

que su conformación da origen a una nueva persona jurídica, distinta de los socios 

individualmente considerados
97

. Sin embargo, vale reconocer que la mayoría de juristas 

ecuatorianos sostiene que el consorcio es un contrato atípico, de naturaleza transitoria, 

que no conlleva como resultado la integración empresarial sino la colaboración de un 

grupo de empresas con la finalidad de alcanzar un determinado objetivo
98

.  

Sorpresivamente, la jurisprudencia y la legislación ecuatorianas ofrecen argumentos 

para sostener ambas tesis. Esa ambigüedad es indeseable. Por ello, encuadrar 

jurídicamente la figura del consorcio es una tarea fundamental para evitar la inseguridad 

jurídica y para conocer de antemano el régimen al que deberían sujetarse los consorcios 

empresariales en el Ecuador. Por esta razón, en este capítulo se explicará por qué 

consideramos que el consorcio es un contrato de sociedad que sí da lugar al nacimiento 

de una persona jurídica.  

3.1 Generalidades y concepto 

Ante la ausencia de normas claras que regulen el funcionamiento de los consorcios 

en el Ecuador se ha optado por estudiar al consorcio empresarial con base en la 

legislación comparada de los países con tradición romanista. Se ha procedido así, ya que 

es necesario para este estudio entender cómo han concebido al consorcio legislaciones 

semejantes a la nuestra, puesto que, en Ecuador, los grupos de interés económico en 
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general y los consorcios en particular no cuentan con una definición legal y menos aún 

existe un marco jurídico que regule su conformación, salvo las referencias normativas 

contempladas en algunas leyes del ordenamiento jurídico ecuatoriano.  

Sobre esta falta de conceptualización jurídica, Rodrigo Jijón Letort sostiene que “al 

no existir una definición legal que zanje cualquier divergencia todos quienes han tenido 

que aplicar en la práctica este concepto lo han interpretado a su manera”. Así pues, el 

citado jurista sostiene que el consorcio es “la unión de empresas para realizar obras que, 

por su magnitud, especialización y riesgos, no pueden ser efectuados por una sola”
99

. El 

profesor Vinicio García Vinueza, en cambio, define al consorcio como “un contrato 

consensual, […] entre dos o más personas que desarrollan una misma actividad que se 

vinculan en forma temporal animadas por la consecución de un objetivo común, […] a 

través de la cooperación mutua regulada por una organización y reglas comunes en el 

cual cada empresa mantiene su independencia jurídica”
100

.  

Las definiciones que han desarrollado estos juristas ecuatorianos no se alejan de los 

conceptos propuestos por estudiosos extranjeros, como se revisó en el primer capítulo. 

Y, aunque poco se ha estudiado la figura del consorcio empresarial en el Ecuador, 

quienes lo han hecho han señalado la importancia que tiene el adoptar una u otra tesis 

respecto a la naturaleza jurídica de los consorcios. La tesis que se abrace respecto a la 

naturaleza jurídica del consorcio traerá consecuencias importantes como: la 

personalidad jurídica de la figura, sus elementos de fondo y de forma, el régimen al que 

estará sujeta, entre otras
101

.  

El presente trabajo tiene la finalidad exclusiva de analizar la personalidad jurídica 

del consorcio empresarial en el Ecuador. Sin embargo, antes de centrar nuestro estudio 

en el tema, es importante señalar que en Ecuador se distinguen dos tipos de consorcios a 

saber: los consorcios privados o empresariales y los consorcios públicos. Respecto a los 

consorcios públicos, aunque no son materia de este estudio, en cuanto están gobernados 

por normas del Derecho público, es importante examinarlos brevemente para entender 

la diferencia entre una y otra forma de asociación.  
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El Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización 

(COOTAD) en su artículo 285, señala que los consorcios públicos son aquellas 

mancomunidades conformadas entre dos o más gobiernos autónomos descentralizados 

del mismo nivel de gobierno que no sean contiguos o entre gobiernos autónomos 

descentralizados de distintos niveles.
102

 A diferencia del consorcio privado, el consorcio 

público goza de personalidad jurídica por disposición expresa en el artículo 286 del 

COOTAD, que dispone que “las mancomunidades y consorcios son entidades de 

derecho público con personalidad jurídica para el cumplimiento de los fines específicos 

determinados de manera expresa en el convenio de creación”
103

.  

Por lo expuesto, se deduce que respecto al consorcio público no existe disquisición 

en cuanto a su naturaleza jurídica y las normas aplicables para su conformación, ya que 

su marco normativo se encuentra reglado a partir del artículo 285 del COOTAD. El 

profesor Santamaría Pastor define al consorcio público como: “una entidad pública 

corporativa, de carácter no territorial, con personalidad jurídica propia y plena 

capacidad de obrar, constituida por la asociación voluntaria de Administraciones 

Públicas del mismo o de distinto orden, o entre éstas y entidades sin ánimo de lucro, 

entre las que existe una comunidad de intereses, para la consecución de fines de interés 

público común”
104

. 

Del concepto doctrinario propuesto y de las normas citadas se puede anotar las 

siguientes diferencias existentes entre el consorcio público y privado: 1) Respecto a sus 

miembros, el consorcio privado se constituye con personas naturales o jurídicas del 

derecho privado, mientras que los consorcios públicos se conforman por entidades 

estatales. 2) El consorcio privado tiene por objetivo el beneficio de los intereses 

particulares o privados, mientras que el consorcio público tiene por objetivo la 

realización de intereses generales, colectivos o sociales. 3) Los aportes con los que se 

constituye un consorcio privado provienen de fondos particulares, mientras que los 

consorcios públicos se constituyen con fondos estatales. Finalmente, 4) la legislación 

ecuatoriana reconoce expresamente la existencia de personalidad jurídica en los 

                                                 
102

 Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización. Artículo 285. 

Registro Oficial Suplemento No. 303 de 19 de octubre de 2010. 

103
 Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización Artículo 286. 

Registro Oficial Suplemento No. 303 de 19 de octubre de 2010. 

104
 S/N. Los consorcio de entidades locales: análisis y valoración a la luz de la nueva legislación de 

régimen local. https://dialnet.unirioja.es/descarga/articulo/17082.pdf. (acceso: 1/10/2016). 

https://dialnet.unirioja.es/descarga/articulo/17082.pdf


46 

 

 

consorcios públicos, no así de los privados. Una vez que se han realizado algunas 

distinciones entre consorcio público y privado, se procederá a estudiar la figura del 

consorcio empresarial en el Ecuador y determinar su naturaleza jurídica. 

3.2 Marco jurídico 

El consorcio privado es una forma de asociación en el Ecuador. Tiene su 

fundamento en el reconocimiento de la libertad de asociación como un derecho 

garantizado por la Constitución de la República del Ecuador en el artículo 66 numeral 

13
105

. Este reconocimiento expreso faculta a las personas naturales o jurídicas a 

asociarse para cumplir finalidades lícitas.  

Esta forma de asociación —como se ha mencionado en párrafos precedentes— no 

tiene un marco jurídico definido en el Ecuador, salvo algunas referencias que la Ley 

Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública (LOSNCP) hace sobre el tema. 

En el artículo 26 de la mencionada Ley, respecto de las asociaciones para ofertar, señala 

que “los oferentes inscritos en el RUP, sean personas naturales o jurídicas, podrán 

presentar sus ofertas individualmente, asociadas o con compromiso de asociación o 

consorcio […].” En concordancia, el artículo 67 de la  LOSNCP establece que: 

 En cualquier proceso precontractual previsto en la Ley, pueden participar 

consorcios o asociaciones de personas naturales y/o jurídicas constituidos o por 

constituirse, en este último caso presentando el compromiso de asociación o consorcio 

correspondiente. Sin embargo, para la celebración de los contratos con una asociación 

o consorcio será requisito previo la presentación de la escritura pública mediante la 

cual se haya celebrado el contrato de asociación o consorcio, escritura en la que se 

debe constar la designación de un apoderado […]
106

.  

De los artículos citados se colige que las personas naturales o jurídicas pueden 

participar de los procesos de contratación pública contemplados en la LOSNCP por 

medio de consorcios o asociaciones constituidas o por constituirse. No obstante, solo 

para los casos en los que el consorcio contrata con un ente público, la ley prevé que 
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dicha asociación o consorcio presente su constitución en escritura pública para que 

pueda ser adjudicataria
107

.  

El artículo 15 de la Resolución del Servicio Nacional de Contratación Pública para 

el Registro Único de Proveedores en la Contratación Pública (RUP) establece lo que el 

contrato de consorcio debe contener para participar en algunos de los procesos de 

contratación pública:  

Art. 15.- […] d.1) Identificación de los partícipes, incluido domicilio y lugar para 

recibir las notificaciones, con la verificación de requisitos de capacidad y 

representación de las partes; d.2) Designación de el o los representantes, con poder 

suficiente conferido en los términos del Código Civil con capacidad para representar a 

la asociación o consorcio, bien sea en la fase precontractual o en la fase contractual, 

según sea el caso; d.3) Detalle valorado de los aportes de cada uno de los miembros, 

sea en monetario o en especies, así como en aportes intangibles, de así acordarse; d.4) 

Determinación de los compromisos y obligaciones que asume cada parte en la fase de 

ejecución contractual; d.5) Porcentaje de la participación de cada uno de los 

asociados; d.6) Identificación precisa del procedimiento en el cual participó en forma 

asociada; d.7) Determinación de la responsabilidad solidaria e indivisible de los 

asociados para el cumplimiento de todas y cada una de las responsabilidades y 

obligaciones emanadas del procedimiento contractual, con renuncia a los beneficios de 

orden y excusión, independientemente de si se disuelve o no la asociación o consorcio; 

d.8) La obligación de no disolver o dar por terminada la asociación o consorcio por 

voluntad de los partícipes, y de no cambiar la conformación de sus partícipes hasta 

que no finalice la etapa contractual, salvo que exista autorización expresa de la entidad 

contratante; d.9) El objeto social, que será exclusivo para ejecutar el contrato en el 

cual resultó adjudicado; y, d.10) Plazo de duración, que deberá cubrir la totalidad del 

plazo contractual, más noventa días adicionales contados desde la terminación de la 

relación contractual, a menos que la entidad contratante haya definido un plazo mayor 

en los pliegos. 

En consecuencia, los consorcios constituidos para participar en los procesos de 

contratación pública deben cumplir los requisitos del artículo 15, así como las 

formalidades contempladas por la LOSNCP y su reglamento. Fuera de este caso, hay 

una confusión respecto a las normas que se aplican a los consorcios privados. Es por 

esta razón que, en la práctica, la formación de los consorcios empresariales se rige por 

el principio de la autonomía de la voluntad que se encuentra recogido en el artículo 8 

del Código Civil que reza “A nadie puede impedirse la acción que no esté prohibida por 

la ley”
108

. Así pues, las partes de común acuerdo son libres de pactar las cláusulas que 
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consideren pertinentes para el mejor desempeño de su negocio siempre que no sean 

contrarias a la ley y no atenten al orden público. 

Respecto a la naturaleza jurídica del consorcio empresarial, vale destacar que ha 

sido un tema muy discutido sin un consenso definitivo, en razón de que la ley 

ecuatoriana confunde, en las distintas normas que hacen referencia al consorcio, la 

naturaleza jurídica de esta forma de asociación empresarial. De manera que, contrario a 

lo que ocurre en Argentina y Perú, donde la naturaleza jurídica de estas formas de 

asociación, es clara, ya que se los concibe únicamente como contratos, en Ecuador no se 

supera todavía esa incertidumbre jurídica.  

El artículo 11 de la Resolución del Servicio Nacional de Contratación Pública para 

el Registro Único de Proveedores en la Contratación Pública (RUP) estipula: “La 

participación en una asociación o un consorcio, no reviste respecto de cada uno de los 

proveedores partícipes la pérdida de su personería jurídica, pues la asociación o 

consorcio no constituye una persona jurídica distinta [las cursivas me pertenecen]”
109

. 

De este artículo se desprende el carácter contractual del consorcio que se constituye 

para efectuar cualquiera de los procedimientos de contratación previstos en el Sistema 

Nacional de Contratación Pública. No obstante, en los Modelos de Pliegos de Uso 

Obligatorio para Procedimientos del SERCOP, en la sección III de las condiciones 

generales del pliego, se lee: 

3.2 Participantes: […] Cuando exista un compromiso de asociación o consorcio, 

para la participación en este tipo de procedimiento, se designará un Procurador Común 

de entre ellos, que actuará a nombre de los comprometidos. En caso de ser 

adjudicados, los comprometidos deberán constituirse en asociación o consorcio e 

inscribir tal persona jurídica en el RUP, previa la firma del contrato, dentro del 

término previsto para la firma del mismo [las cursivas me pertenecen]
110

.  

Así pues, se evidencia la inexistencia de un criterio uniforme respecto a la 

naturaleza jurídica del consorcio por parte del Servicio Nacional de Contratación 

Pública. Mientras la Resolución N.° 52 del SNCP niega la constitución de una persona 

jurídica distinta de los asociados del consorcio, la Resolución N.° 35 de la misma 

institución acepta tácitamente que el consorcio constituye una persona jurídica.  
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Cabe señalar que la Ley Orgánica de Régimen Tributario Interno (LORTI), en su 

artículo 98, establece que el consorcio de empresas es considerado una sociedad para 

efectos tributarios
111

; de manera que es sujeto pasivo de tributos, por lo que debe 

cumplir con sus obligaciones tributarias y deberes formales, entre los que están los de 

declarar y pagar el impuesto a la renta
112

. 

Adicionalmente, vale mencionar que la Superintendencia de Compañías aprobará, 

de forma previa, todos los actos societarios y ejercerá la vigilancia y el control de las 

asociaciones y consorcios que formen entre sí, y que ejerzan sus actividades en el 

Ecuador
113

. Sin embargo, hay juristas como Emilio Romero Parducci que no están de 

acuerdo con lo establecido en el artículo 432 de la Ley de Compañías, en cuanto 

sostiene que los consorcios no ostentan “aspectos societarios”, ya que no son aprobados 

por la Superintendencia de Compañías, ni constituyen personas jurídicas, ni se inscriben 

en el Registro Mercantil, ni tienen capital social, ni tienen “objeto social”, ni tienen 

juntas generales de accionistas, entre otras cosas
114

.  

El criterio expuesto es parcialmente cierto, ya que de la página web de la 

Superintendencia de compañías se evidencia el registro de varios contratos consorciales; 

lo que demuestra que dichos contratos han pasado por un control previo por parte de los 

funcionarios de la institución, hasta ser finalmente aprobados y registrados por la 

Superintendencia de Compañías
115

. 

De los artículos estudiados hasta ahora, se puede constatar que en Ecuador no existe 

uniformidad respecto a los criterios que se establecen para determinar la naturaleza 

jurídica del consorcio, por lo que se ha generado una gran incertidumbre jurídica en 

quienes desean constituirse bajo está figura jurídica.  
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A continuación, con el fin de entender de mejor manera al consorcio empresarial se 

procederá a analizar los elementos constitutivos del contrato de consorcio conforme a la 

legislación y la jurisprudencia ecuatoriana.  

3.3 Elementos y características del contrato de consorcio 

Los elementos del contrato de consorcio se encuentran detallados en el artículo 15 

de la Resolución del Servicio Nacional de Contratación Pública (RUP), donde se 

establecen los elementos que debe contener el consorcio para ser adjudicatario de los 

procesos de contratación pública. Dichos elementos en la práctica son también usados 

para constituir consorcios fuera del ámbito de la contratación pública.  

En el capítulo uno se ha establecido que la doctrina considera en general al contrato 

de consocio como un contrato atípico, solemne, oneroso, temporal y plurilateral. Sin 

embargo del análisis que se realizará a continuación, se verá, que no necesariamente 

debe considerarse al consorcio en el Ecuador como un contrato atípico, pues la 

atipicidad implica, según Guillermo Ospina, que las estipulaciones de un acto jurídico 

no encajan en ninguno de los actos legalmente reglamentados
116

. Como se verá en 

seguida, ese no es el caso del consorcio en Ecuador. 

3.3.1 Participantes  

 El consorcio privado se conforma con personas naturales o jurídicas, que se 

vinculan para la realización de una obra, la prestación de determinados servicios o el 

suministro de ciertos bienes
117

. Generalmente, los miembros de un consorcio tienen una 

misma actividad económica o una actividad complementaria que les permite llevar a 

cabo una acción conjunta. Quienes constituyen un consorcio no necesitan más que 

acreditar su capacidad jurídica; pues, para que el contrato de consorcio surta los efectos 

jurídicos deseables, debe cumplir con los requisitos de existencia y validez comunes a 

todos los contratos.  

El artículo 1461 del Código Civil señala como primer requisito la capacidad legal 

de las personas que se obligan. Dicha capacidad consiste en poderse obligar por sí 
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mismas, y sin el ministerio o la autorización de otra
118

. En el caso de las personas 

jurídicas, éstas deben comparecer por medio de sus apoderados quienes deben acreditar 

su representación mediante el respectivo nombramiento debidamente inscrito en el 

Registro Mercantil correspondiente
119

.  

3.3.2 Procurador común o representante  

El literal d) del artículo 15 de la Resolución del Servicio Nacional de Contratación 

Pública para el Registro Único de Proveedores en la Contratación Pública (RUP) 

establece que el contrato de consorcio debe contener la designación del o de los 

representantes con poder suficiente conferido en los términos del Código Civil con 

capacidad para representar al consorcio. Al respecto, Rodrigo Jijón sostiene que la 

designación del mandatario común es uno de los puntos más discutibles, por la falta de 

regulación legal para los consorcios. De manera que la contratación pública ecuatoriana 

ha considerado al consorcio persona jurídica y, por ello, se ha exigido que tenga un 

representante legal
120

. El análisis realizado por Rodrigo Jijón encuentra su fundamento 

en el artículo 67 de la LOSNCP, en el cual se establece que se requiere de la 

designación del apoderado como requisito de la escritura de constitución del consorcio. 

La gestión del procurador común
121

 se regula por las normas del Código Civil respecto 

al mandato, las que se encuentran a partir del artículo 2020. Este artículo establece que 

el “mandato es un contrato en que una persona confía la gestión de uno o más negocios 

a otra, que se hace cargo de ellos por cuenta y riesgo de la primera (…) [las cursivas 

me pertenecen]”
122

. 
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3.3.3 Aportaciones  

Los consorciados deben efectuar aportes al consorcio y así constituir un fondo 

común operativo para cumplir el objeto del contrato. Pero, la legislación ecuatoriana no 

determina con exactitud si las aportaciones dan o no origen a un fondo común. No 

obstante, hay quienes señalan que, si bien no existe la obligación de crear de inicio un 

fondo común operativo, en algún momento, este puede resultar necesario para la 

consecución de los objetivos del consorcio
123

.  

Para los casos de contratación pública se exige que el contrato de consorcio 

contenga un detalle de los aportes de cada uno de los miembros, sean éstos monetarios, 

en especies o aportes intangibles. En la práctica, los consorcios empresariales que se 

constituyen para otros fines fuera de la contratación pública también realizan sus aportes 

en las variadas formas contempladas en el artículo 1959 del Código Civil
 124.

 En algunos 

casos, efectivamente se llega a crear un fondo común para solventar cualquier evento 

que surja de la ejecución del objeto del contrato.  

3.3.4 Participación y reparto de beneficios 

El consorcio empresarial en el Ecuador se constituye con fines lucrativos. Por lo 

general, el lucro es un elemento que se encuentra presente en la mayoría de operaciones 

comerciales; así pues, las partes que constituyen un consorcio lo hacen con la finalidad 

de conseguir un beneficio económico
125

. El porcentaje de participación, por lo general, 

guarda relación con los aportes realizados al negocio; de ahí que conforme al artículo 

1972 del Código Civil “a falta de estipulación expresa, se entenderá que la división de 

los beneficios debe ser a prorrata de los valores que cada socio ha puesto en el fondo 

social, y la división de las pérdidas a prorrata de la división de los beneficios”
126

. 
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3.3.5 Responsabilidad frente a terceros 

En el inciso tercero del artículo 1527 del Código Civil se establece que “la 

solidaridad debe ser expresamente declarada en todos los casos en que no establezca la 

ley”. En este sentido, el ordenamiento ecuatoriano no admite presunción respecto a la 

solidaridad ya que esta se fijará, ya sea, por convenio de las partes o por mandato de ley.  

Para los consorcios que celebran contratos con el Estado bajo cualquiera de las 

modalidades previstas en la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación 

Pública, se establece en el artículo 99 de la mencionada Ley, que entre los miembros 

debe existir responsabilidad solidaria e indivisible para el cumplimiento de las 

obligaciones derivadas de la oferta y del contrato, indistintamente del plazo de duración 

de la asociación. Así pues, la ejecución del contrato para los miembros del consorcio es 

indivisible y completa, a efectos de determinar su cumplimiento.  

Respecto a la responsabilidad solidaria e indivisible que poseen los miembros del 

consorcio empresarial frente a terceros, vale destacar que el régimen de responsabilidad 

aplicable en el Ecuador se asemeja al utilizado en Argentina respecto a las agrupaciones 

de colaboración empresarial (ACE), en las cuales sus miembros responden de forma 

solidaria respecto a terceros por las obligaciones que sus representantes asuman en 

nombre de la agrupación.  

Una referencia adicional respecto a la solidaridad que existe entre los miembros del 

consorcio y las obligaciones de este con terceros, es la que se contempla en el artículo 3 

del Reglamento a la Ley Orgánica de Régimen Tributario, que reza: “los miembros del 

consorcio serán solidariamente responsables, por los tributos que genere la actividad 

para la cual se constituyó el consorcio”
127

. 

3.3.6 Objeto  

El objeto del contrato de consorcio debe ser lícito conforme al artículo 1461 del 

Código Civil y debe estar detallado en el contrato. Al respecto, Jorge Conde sostiene 

que es necesario precisar cuál es el objetivo contractual, así como también se debe 
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delimitar las actividades que han de realizarse, tanto la actividad principal como las 

accesorias, para la ejecución y concreción del objeto.
128

 

El objeto del consorcio puede consistir en la ejecución de una obra, la prestación de 

un servicio, entre otros. En el caso de los consorcios que resulten adjudicatarios en un 

proceso de contratación pública, la ley señala que el objeto social del contrato debe ser 

exclusivo para ejecutar el contrato en el cual resultó adjudicado.  

3.3.7 Plazo de duración 

Los consorcios empresariales que contratan con el Estado deben tener un plazo de 

duración que cubra la totalidad del plazo contractual, más noventa días adicionales 

contados desde la terminación de la relación contractual, a menos que la entidad 

contratante haya definido un plazo mayor en los pliegos
129

. Fuera de este caso no 

existen limitaciones al plazo de duración del consorcio por lo que las partes son libres 

de pactar el plazo que estimen conveniente atendiendo a su capacidad y a las 

condiciones del negocio. En la práctica el tiempo de duración del contrato de consorcio 

es proporcional al tiempo que lleva la ejecución de la obra o la prestación del servicio. 

3.4 Naturaleza jurídica del consorcio en el Ecuador 

En este capítulo se ha estudiado el criterio de juristas ecuatorianos que definen al 

consorcio en general como una forma de agrupación para emprender una determinada 

actividad. También se ha analizado el ordenamiento jurídico ecuatoriano y del estudio 

realizado se concluye que no existe un marco jurídico comprehensivo expresamente 

aplicable a los consorcios, salvo las breves referencias que hacen algunas normas 

jurídicas respecto a esta figura. Se ha estudiado además los elementos del contrato de 

consorcio y se dejando para el final la determinación de la naturaleza jurídica de esta 

forma de agrupación empresarial. 

La discusión radica en si el consorcio empresarial constituye un contrato de 

sociedad. Como se revisó en el primer capítulo de esta investigación, son dos la tesis 
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que la doctrina plantea respecto al tema. La tesis 1 sostiene que el consorcio tiene 

naturaleza eminentemente contractual. En contraposición, la tesis 2 sostiene que el 

consorcio es un tipo de sociedad y, por ende, da origen a una nueva persona jurídica.  

De lo mencionado, surge la interrogante respecto a cuál es la tesis que se adopta en 

Ecuador. La tesis 1 tiene mayor acogida entre los abogados, juristas, jueces y servidores 

públicos del Ecuador. Al revisar las normas pertinentes, se constata que se puede 

encontrar fundamento para la defensa de ambas tesis. Así, en apoyo a la tesis 1, el 

artículo 11 de la Resolución N.° 35 emitida por el SNCP señala que “la participación en 

un consorcio, no reviste respecto de cada uno de los proveedores partícipes la pérdida 

de su personería jurídica, pues el consorcio no constituye una persona jurídica [las 

cursivas me pertenecen]”. Aquí expresamente se niega la personalidad jurídica del 

consorcio. Quienes defienden esta tesis sostienen además que no puede considerarse al 

consorcio una forma de sociedad, pues este no cumple con todos los requisitos para 

constituir una sociedad —criterio que no compartimos—; menos aún puede 

considerarse una sociedad comercial, ya que la Ley de Compañías, en el artículo 2, 

establece que hay cinco especies de compañías de comercio, a saber: 1) la compañía en 

nombre colectivo, 2) la compañía en comandita simple y dividida por acciones, 3) la 

compañía de responsabilidad limitada, 4) la compañía anónima y 5) la compañía de 

economía mixta. Es decir, que la lista de compañías mercantiles conforme a la Ley de 

Compañías es taxativa, por lo que el consorcio no encaja en ninguna de las formas antes 

mencionadas.  

 Por otro lado, en apoyo a la tesis 2, la Ley Orgánica de Régimen Tributario Interno, 

en su artículo 98, señala que el consorcio de empresas es considerado una sociedad para 

efectos tributarios, de manera que está sujeto al pago del impuesto a la renta y demás 

obligaciones tributarias
130

. De igual forma, de los Modelos de Pliegos de Uso 

Obligatorio para Procedimientos del SERCOP se desprende un reconocimiento tácito 

del consorcio como una persona jurídica
131

.  
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Hay que mencionar, además, el criterio desarrollado por la jurisprudencia nacional 

y analizar lo expuesto por la Primera Sala de lo Civil y Mercantil de la ex Corte 

Suprema de Justicia, dentro del juicio especial No. 7-2003 que por contratación pública 

siguió Juan Vivar Idrovo, en representación del Consorcio Urbanizaciones y 

Construcciones CCV Cía. Ltda y Asociados en contra del Ilustre Municipio de Cuenca. 

En el fallo, que versa sobre un incumplimiento contractual, la Sala de la ex Corte 

Suprema de Justicia estudió la naturaleza jurídica del consorcio, a fin de solventar la 

ilegitimidad de personería planteada por el Municipio de Cuenca en contra del 

consorcio y concluyó que “Los consorcios son sociedades civiles, que poseen 

personalidad jurídica y deben obrar a través de sus representantes legales”
132

. Sin 

embargo, ese criterio jurisprudencial no es uniforme. Por ejemplo, la Segunda Sala de la 

ex Corte Superior de Justicia del Azuay dentro del mismo juicio manifestó:  

"si analizamos en conjunto el contrato escriturario de constitución del Consorcio, 

es incuestionable que no se ha constituido una persona jurídica sino un consorcio o 

asociación, con una duración determinada precisamente por su objeto, es decir que se 

ha constituido una sociedad de hecho, que por su propia naturaleza no puede 

representada judicialmente en los términos del artículo 583 del Código Civil, en 

relación con los artículos 28 y 580 ibídem". 

El criterio expuesto por la Primera Sala de lo Civil y Mercantil de la ex Corte 

Suprema de Justicia ha dado origen a múltiples debates respecto al tema entre quienes 

se alinean a favor o en contra de la tesis sostenida en la referida sentencia. Por esta 

razón, dada la importancia que tiene ese fallo del entonces máximo órgano de justicia 

ordinaria del Ecuador en apoyo a la tesis 2, es imperante para este estudio analizar los 

criterios desarrollados por los jueces de la sala de la ex Corte Suprema de Justicia. 

3.5 El contrato de sociedad y el contrato de consorcio 

La tesis que se ha planteado en el presente trabajo es que el consorcio empresarial 

cumple con los elementos esenciales del contrato de sociedad, por lo que su 

constitución da origen a una nueva persona jurídica distinta de los socios 

individualmente considerados en virtud del artículo 1957 del Código Civil
133

. Para 

sustentar lo expuesto, se ha considerado fundamental estudiar los elementos 
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constitutivos del contrato de sociedad, así como también los elementos que dan origen 

al contrato de consorcio. Este análisis es necesario con la finalidad de comprender las 

semejanzas existentes entre los contratos que se han mencionado y, de ese contraste se 

espera deducir que, en efecto, el consorcio es un tipo de sociedad conforme el artículo 

1957 del Código Civil.  

El Código Civil define al contrato de sociedad o compañía como “un contrato en 

que dos o más personas estipulan poner algo en común, con el fin de dividir entre sí los 

beneficios que de ello provengan […]”. De la definición contenida en el artículo 1957 y 

según el criterio de Guillermo Borda
134

, se extraen los siguientes elementos del contrato 

de sociedad: 1) la reunión o agrupación de dos o más personas; 2) la obtención de un fin 

común; 3) el  fin debe consistir en una utilidad apreciable en dinero; y, 4) todos los 

socios deben participar en las ganancias y pérdidas. En este contexto, la jurisprudencia 

desarrollada por la Primera Sala de lo Civil y Mercantil de la ex Corte Suprema de 

Justicia en el 2004 ha manifestado que:  

“[…] la esencia de la sociedad radica en el hecho de que dos o más personas 

pongan algo en común para dividirse los beneficios que provengan de la actividad 

societaria. Estos elementos, que son de la esencia del contrato de sociedad, se cumplen 

claramente en este caso, en que los contratantes, que son dos personas jurídicas y una 

persona natural, comparecen para la constitución del consorcio y en la cláusula tercera 

del contrato, acuerdan que: ‘Las partes que conforman el consorcio que se constituye 

por el presente instrumento, se obligan a aportar, suministrar o proveer todos los 

capitales, tecnología, herramientas y mano de obra que se requiera para la ejecución 

de la obra, de tal manera que en ningún caso falte la atención necesaria para el fiel 

cumplimiento de la obra objeto del contrato. Los beneficios y/o pérdidas, en caso de 

haberlos, serán distribuidos en partes iguales’ […].” 

Así pues se evidencia que, a criterio del entonces máximo órgano de justicia del 

Ecuador, el consorcio cumple con los requisitos del contrato de sociedad establecido en 

el artículo 1957 del Código Civil siempre que —como se ha mencionado— este sea 

conformado por dos o más personas naturales o jurídicas que se asocien para llevar a 

cabo un fin común que les reporte una utilidad apreciable en dinero. 

En líneas anteriores se ha mencionado que la tesis generalmente aceptada en el 

Ecuador es aquella por la que se considera al consorcio simplemente un contrato. De 

hecho los juristas ecuatorianos catalogan al consorcio empresarial como un contrato 

atípico en el ordenamiento jurídico ecuatoriano, el mismo que en la práctica se rige por 

                                                 
134

 Guillermo Borda. Manual de Contratos. Óp. cit., p. 488. 



58 

 

 

las normas generales aplicables a todos los contratos y por el principio de la autonomía 

de la voluntad.  

Jorge Egas Peña, presidente de la Academia Ecuatoriana de Derecho Societario, en 

un artículo publicado el 2006, expone algunos de los argumentos con los que 

fundamenta la tesis por la que se considera al consorcio simplemente un contrato y al 

respecto sostiene que: 1) el consorcio tiene una duración transitoria, limitada al negocio 

en particular que une a sus miembros, los cuales no tienen affectio societatis; 2) en el 

consorcio no hay aportes, por lo que no se constituye un fondo común; y, 3) el 

consorcio no está destinado a obtener y distribuir ganancias entre los participantes
135

. El 

mencionado autor concluye su análisis manifestando que tratándose de una agrupación 

transitoria y con un fin específico, no constituye una persona jurídica independiente, ni 

tiene capital propio, ni posee representante legal.  

Sin embargo, no compartimos el criterio del jurista Jorge Egas Peña; ya que, como 

se sostiene este trabajo, en el Ecuador, el contrato de consorcio sí reúne los elementos 

esenciales del contrato de sociedad, que se reducen básicamente a dos: 1) el aporte en 

común de dinero, industria o trabajo apreciable en dinero; y, 2) el reparto de beneficios 

y pérdidas. Estos dos elementos están recogidos expresamente en el artículo 1957 y en 

el artículo 1959 del Código Civil. En este último artículo se dispone que: “No hay 

sociedad, si cada uno de los socios no pone alguna cosa en común, ya consista en 

dinero o efectos, ya en una industria, servicio o trabajo apreciable en dinero. Tampoco 

hay sociedad sin participación de beneficios”.  

Los elementos esenciales del contrato de sociedad que se han identificado, 

concuerdan con el criterio expuesto por la Primera Sala de lo Civil y Mercantil de la ex 

Corte Suprema de Justicia, que se cita en líneas precedentes de este apartado.  

Sobre la intención de asociarse o animus societatis hay un debate doctrinario sobre 

si es o no un elemento de la esencia del contrato de sociedad. A continuación, se 

procederá a analizar los elementos esenciales del contrato de sociedad, según la doctrina 

—incluido el animus societatis—, y se determinará si el contrato de consorcio cumple o 

no con esos elementos, según la legislación ecuatoriana y la jurisprudencia.  
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3.5.1 Animus societatis o affectio societatis 

La doctrina clásica concibe a la affectio societatis como una voluntad de unión de 

los socios, como un vínculo de simpatía y de confraternidad entre ellos.
136

 En síntesis 

para la doctrina clásica, el affectio societatis es el ánimo de asociarse. Por esta razón y 

dado que el consorcio es una unión temporal, los defensores de la tesis 1 sostienen que 

no existe en esta forma de asociación empresarial un auténtico deseo de asociación por 

cuanto el consorcio es de carácter transitorio. De ahí que algunos autores prefieren 

hablar, en el ámbito de los “contratos de unión”, de ius fraternitatis o animus 

cooperandi, y no de affectio societatis, reservando dicho elemento al concepto de 

sociedad.  

El argumento principal para aquello radica en que el consorcio empresarial se 

constituye para un tiempo limitado, para la ejecución de una obra o la prestación de un 

servicio, luego de lo cual desaparecen. Sostienen además que las personas naturales o 

jurídicas que deciden asociarse bajo el amparo del consorcio previamente ya se 

dedicaban a una rama económica, la cual desean optimizar a través de la cooperación
137

.  

Pero ¿constituye la affectio societatis un elemento esencial del contrato de 

sociedad? La doctrina contemporánea sostiene que no. Alberto Spota, por ejemplo, 

afirma que la affectio societatis no es la intención de contraer sociedad, ni es la causa 

del contrato social sino que es la intención de los contratantes de la sociedad de tratarse 

como iguales, sin subordinación jurídica de unos frente a otros.
138

 Borda, en apoyo al 

criterio expuesto, manifiesta que “si la affectio societatis fuese un elemento más del 

contrato de sociedad, habría que ampliar ese criterio e incluir la confianza en el 

concepto de mandato, el amor en el matrimonio y así en cada caso en que se requiere 

consentimiento.”
139

 Así pues, aun cuando existan disquisiciones respecto a la existencia 

o no de la affectio societatis, hay autores que consideran que este no es un elemento 

esencial del contrato de sociedad, por lo que bien puede el consorcio empresarial 

prescindir de ella.  

                                                 
136

 Guillermo Borda. Manual de Contratos. Óp. cit., p. 488. 

137
 Álvaro Freire Guerrero. Los Alcances y Limitaciones del Consorcio Empresarial en la 

Legislación Ecuatoriana. Óp. cit., p. 15. 

138
 Alberto Spota. Contratos, Instituciones de Derecho Civil. 2da. ed. Buenos Aires: Editorial La 

Ley, 2009, p. 1002. 

139
 Guillermo Borda. Manual de Contratos. Óp. cit., p. 488. 



60 

 

 

Respeto al tema, Borda concluye que en verdad lo que une a los socios y constituye 

el elemento esencial de la sociedad es el fin común; si este existe y si, además, se 

encuentran reunidos los restantes requisitos legales de la sociedad, esta existirá haya o 

no entre los socios confianza, simpatía, amistad, animadversión, desconfianza, odio. 

Los autores modernos prescinden hoy de mencionar la affectio societatis como 

elemento del contrato de sociedad (Larenz, Enneccerus, Messineo)
140

.  

Esta posición de Borda, es compartida por la legislación y jurisprudencia 

ecuatorianas, en cuanto como se ha visto, la affectio societatis no constituye un 

elemento esencial del contrato de sociedad; así lo dispone el artículo 1957 y el artículo 

1959 del Código Civil, en los que se establece básicamente que para que exista 

sociedad, es suficiente un fondo común y el fin de dividirse entre sí los beneficios. Y es 

este el criterio que compartimos, en cuanto la affectio societatis no es un elemento 

esencial del contrato de sociedad y por ende no debe verificarse dicho elemento en el 

contrato de consorcio. 

     

3.5.2 Fondo común 

Como se ha señalado en el párrafo precedente, Guillermo Borda sostiene que el 

elemento esencial del contrato de sociedad es el fin común que persiguen los miembros 

de la asociación y, de hecho, el artículo 1959 del Código Civil dispone que “no hay 

sociedad si cada uno de los socios no pone alguna cosa en común”. La sociedad se 

constituye para llevar a cabo un fin común, para lo cual los socios deberán realizar sus 

aportes ya sea en dinero, industria, servicio o trabajo apreciable en dinero, luego de lo 

cual los miembros de la asociación esperan recibir una utilidad económica
141

.  

Al respecto, Gabino Pinzón sostiene que el contrato de sociedad es un contrato de 

colaboración, en el que cada socio se obliga a llevar un aporte al fondo social, para 

utilizarlo en la persecución de un beneficio repartible entre todos. Así pues, la 

prestación o aporte que se pacta no es causa de la obligación que contraen unos socios 

frente a otros socios, porque la prestación de todos y cada uno de ellos tiene una misma 
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causa: obtener, con el ejercicio de una industria o empresa determinada, un lucro o 

utilidad repartible entre todos ellos
142

.  

El consorcio, conforme se ha estudiado en el capítulo primero, constituye una forma 

de asociación empresarial por el que sus miembros se asocian con la finalidad de llevar 

a cabo un objetivo común. Así lo expone Arrubla Paucar al manifestar que “el consorcio 

es un contrato de colaboración entre dos o más empresarios con la finalidad de unir 

esfuerzos para lograr un determinado objetivo”. Este criterio es ratificado por Jorge 

Ibañez y Caballero Sierra como se revisó en el primer capítulo.
143

 

Los miembros del consorcio, al igual que los miembros de la sociedad, persiguen un 

fin común, para lo cual realizan aportaciones de la más variada naturaleza al fondo 

común del consorcio ya sea en dinero, industria, servicio o trabajo apreciable en dinero 

conforme al primer inciso del artículo 1959 del Código Civil. En la práctica se puede 

constatar que varios de los consorcios constituidos en el Ecuador e inscritos en la 

Superintendencia de Compañías contienen dentro de las cláusulas constitutivas del 

contrato de consorcio una exclusiva referente a los aportes que realizan los 

consorciados. Por ejemplo: En la escritura pública de constitución de consorcio 

denominado “CONSORCIO CS MEDICAL – Z&U MED”, que otorgan la señora 

Carolina Lilibeth Suastegui Jiménez y la compañía Z&U MED CÍA. LTDA, en la 

cláusula sexta de detalle de aportes y determinación de compromisos y obligaciones, 

establecen que:  

[…] CAROLINA LILIBETH SUASTEGUI JIMÉNEZ aportará la cantidad de 

CIENTO CINCUENTA MIL 00/100 DÓLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE 

AMERICA en dinero efectivo para cubrir los costos operacionales que demanden el 

buen curso el proceso contractual; aportará equipos de laboratorio clínico valorados 

aproximadamente en TRESCIENTOS MIL 00/100 DÓLARES DE LOS ESTADOS 

UNIDOS DE AMÉRICA […] aportará los equipos mobiliarios para la ejecución del 

contrato valorados aproximadamente en QUINCE MIL 00/100 DÓLARES DE LOS 

ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA; aportará con la participación de técnicos de 

laboratorio, valorados aproximadamente en SETENTA MIL 00/100 DÓLARES DE 

LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA; aportará con las vías de capacitación al 

personal valorada aproximadamente en VEINTE MIL 00/100 DÓLARES DE LOS 

ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA.  

Por su parte la compañía Z&U MED CÍA. LTDA aportará la cantidad de 

CINCUENTA MIL 00/100 DÓLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA 

en dinero efectivo para cubrir los costos operacionales que demanden el buen curso el 

proceso contractual; aportará equipos de laboratorio clínico valorados 
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aproximadamente en DOSCIENTOS CINCUENTA MIL 00/100 DÓLARES DE LOS 

ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA; aportará los equipos de oficina y de 

comunicación […] valorados en VEINTE MIL 00/100 DÓLARES DE LOS 

ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA; aportará el conocimiento y experiencia en la 

ejecución de la prestación de servicios para lo cual ha sido contratado el consorcio, 

valorado aproximadamente en VEINTE MIL 00/100 DÓLARES DE LOS ESTADOS 

UNIDOS DE AMÉRICA; y, se encargará de realizar los acuerdos con los proveedores 

que se requieran, tratar y lograr precios especiales de reactivos e insumos, además de 

aportar su experiencia en la administración y gestión de este tipo de contratos […]
144

. 

Posteriormente, en la cláusula séptima del mencionado contrato de consorcio se 

establece que:  

“La participación de las partes en las aportaciones y provisiones, así como los 

beneficios o pérdidas en caso de haberlas, será la siguiente: la señora CAROLINA 

LILIBETH SUASTEGUI JIMÉNEZ participará con el setenta y cinco por ciento 

(75%); y, la compañía Z&U MED CÍA. LTDA., participará con veinticinco por ciento 

restante (25%) […]”
145

. 

Para citar otro ejemplo, en la Superintendencia de Compañías consta el convenio de 

consorcio entre CARTOTECNIA CARTOGRAFICA TÉCNICA COMPUTARIZADA 

DE PROYECTOS S.A. (CARTOTECNIA) Y LA COMPAÑÍA TELEBAK S.A. que en 

la cláusula décima de las aportaciones del convenio se establece que:  

[…] 10.1. El financiamiento que requiera la adquisición de equipos y operaciones 

de éste, estará a cargo del “Consorcio CARTOTECNIATELEBANK”. 10.2. Las 

compañías CARTOTECNICA CARTOGRAFICA TÉCNICA COMPUTARIZADA 

DE PROYECTOS S.A. (CARTOTECNIA) Y LA COMPAÑÍA TELEBAK S.A., 

aportarán la gestión, obtención y provisión de recursos financieros necesarios para la 

ejecución del objeto del Consorcio, siendo de su responsabilidad el Gerenciamiento 

del proyecto. 10.3. Las compañías CARTOTECNIA CARTOGRAFICA TÉCNICA 

COMPUTARIZADA DE PROYECTOS S.A. (CARTOTECNIA) y TELEBAK S.A. 

aportarán el personal técnico para ejecutar los proyectos.
146

  

Del convenio además se desprende una cláusula de la que consta la participación y 

los beneficios que en lo pertinente señala que:  

La participación con la que se constituye el siguiente Consorcio será del 70% a 

favor de TELEBANK S.A. y 30% a favor de CARTOTECNIA CARTOGRAFICA 
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TÉCNICA COMPUTARIZADA DE PROYECTOS S.A. (CARTOTECNIA), en 

consecuencia, los beneficios que reporten el presente consorcio serán repartidos en el 

porcentaje antes indicado
147

. 

De lo expuesto se evidencia que en la práctica la mayoría de contratos que dan 

origen al consorcio incluye cláusulas que contienen los aportes realizados por los 

miembros del consorcio, así como también una cláusula de la que consta el porcentaje 

de participación. Se puede constatar entonces, que los miembros del contrato de 

consorcio ponen algo en común para dividirse luego los beneficios que provengan de la 

actividad
148

. Esta puesta en común, que como se ha visto puede ser de la más variada 

gama, siempre que resulte necesaria para alcanzar el objetivo común
149

, es un elemento 

de la esencia del contrato de sociedad que cumple el consorcio empresarial.  

3.5.3 Participación en las ganancias y pérdidas 

Como se ha mencionado en el párrafo precedente, los socios en la sociedad realizan 

aportes a un fondo común para llevar a cabo un negocio determinado. En el consorcio, 

los consorciados también realizan sus aportes con la finalidad de obtener alguna 

ganancia luego de cumplir el objetivo para el que se han constituido. El artículo 1970 

del Código Civil establece que: “Los contratantes pueden fijar las reglas que tuvieren 

por convenientes para la división de ganancias y pérdidas”
150

. Al respecto, Guillermo 

Borda sostiene que los socios tienen derecho a participar en los beneficios periódicos y 

en las ganancias resultantes. La proporción en que los socios deben participar en ellos 

queda librada a la convención de las partes. No obstante, el artículo 1972 del Código 

Civil dispone que: “A falta de estipulación expresa, se entenderá que la división de los 

beneficios debe ser a prorrata de los valores que cada socio ha puesto en el fondo social, 

y la división de las pérdidas a prorrata de la división de los beneficios”.  

En las cláusulas de los contratos consorciales que se encuentran registrados en la 

Superintendencia de Compañías se evidencia que algunos de ellos contienen una 
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cláusula de aportes en la que detallan la forma en la cual los miembros del consorcio 

participarán de las ganancias y de las pérdidas.  

3.6 El consorcio como persona jurídica independiente en el ordenamiento 

jurídico ecuatoriano 

Una vez que se ha analizado los elementos esenciales del contrato de sociedad 

según la legislación y jurisprudencia ecuatoriana se ha llegado a determinar que, en 

concordancia con el criterio expuesto por la ex Corte Suprema de Justicia, el consorcio 

cumple con los elementos esenciales del contrato de sociedad y, por ende, forma una 

persona jurídica distinta de los socios individualmente considerados.  

Autores como Jorge Egas Peña rechazan el criterio manifestado, ya que sostiene 

que el consorcio no puede ser una sociedad por las siguientes razones:  

1. El consorcio tiene una duración transitoria, limitada al negocio en particular 

que une a sus miembros; los cuales no tienen affectio societatis.- Respecto a este punto 

no cabe duda que una de las características del contrato de consorcio es la temporalidad 

de esta forma de asociación. No obstante, aun cuando su duración fuera limitada al 

tiempo del negocio que los motivo a asociarse, esto no implica que no pueda ser una 

sociedad, por cuanto el artículo 1969 del Código Civil prevé que “si el objeto de la 

sociedad es un negocio de duración limitada, se entenderá contraída por todo el tiempo 

que durare el negocio”, de manera que este argumento no es contundente. El Código 

Civil faculta la constitución de una sociedad con un tiempo limitado, luego de lo cual se 

disuelve conforme el artículo 2002 del Código Civil que reza “la sociedad se disuelve 

por la expiración del plazo, o por el cumplimiento de la condición que se ha prefijado 

para que tenga fin”. En el caso del consorcio, el plazo será aquel necesario para ejecutar 

la obra o prestar los servicios a los que se han comprometido. En el caso de los 

consorcios que se constituyen para contratar con el sector público el artículo 15 de la 

Resolución del Servicio Nacional de Contratación Pública N.° 52 establece que el 

contrato de consorcio debe contener “el plazo de duración, que deberá cubrir la totalidad 

del plazo contractual, más noventa días adicionales contados desde la terminación de la 

relación contractual, a menos que la entidad contratante haya definido un plazo mayor 
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en los pliegos”
151

. Ahora bien, respecto a si los miembros del consorcio tienen o no el 

ánimo de asociarse (affectio societatis) cabe recordar que éste no es un elemento 

esencial del contrato de sociedad pues como se revisó oportunamente bien puede 

prescindirse de dicho elemento.  

2. En el consorcio no hay aportes, por lo que no se constituye un fondo común. - 

Esta afirmación no tiene fundamento, puesto que, como se ha visto en los contratos de 

consorcio registrados ante la Superintendencia de Compañía, algunos de ellos, 

contienen una cláusula especial en la que se detalla los aportes que han realizado los 

miembros.  

3. El consorcio no está destinado a obtener y distribuir ganancias entre los 

participantes. - Los consorcios son una forma de asociación empresarial, en tal virtud su 

constitución por regla general en el Ecuador tiene la finalidad de constituirse para 

emprender un negocio que reporte utilidades a los participantes. De ahí que los 

miembros de esta forma de asociación empresarial previamente, en el contrato 

constitutivo de consorcio como se ha estudiado, estipulan el porcentaje de la 

participación que tendrán en sus ganancias. Así pues, es la expectativa de beneficio o 

lucro lo que motiva la formación del consorcio empresarial.
152

  

Ahora bien el Código Civil, en su artículo 1963, señala que “la sociedad puede ser 

civil o comercial. Son sociedades comerciales las que se forman para negocios que la 

ley califica de actos de comercio. Las otras son sociedades civiles.”
153

 En este contexto 

es imperante —conforme a la clasificación realizada por el artículo 1963 del Código 

Civil— establecer ¿qué tipo de sociedad es el consorcio empresarial: una sociedad civil 

o una mercantil? El fallo dictado por la ex Corte Suprema de Justicia, a la cual se ha 

hecho referencia a lo largo del trabajo, determina que el consorcio es una sociedad civil 

y no una sociedad de hecho como lo afirma el Tribunal ad quem en la sentencia que 

impugna el recurrente. Según esa Sala, el consorcio cuenta con todos los elementos 

                                                 
151

 Registro Único de Proveedores en la Contratación Pública (RUP). Artículo 15. Resolución del 

Servicio Nacional de Contratación Pública N° 52. Registro Oficial No. 633 de 3 de febrero de 2012. 

152
 Carlos Alberto Ghersi sostiene que no siempre la idea de beneficio debe ser traducida como 

sinónimo de rentabilidad efectiva, pues a lo que aquí se apunta es a la “valuación económica”, por 

ejemplo, puede ser que una empresa no obtenga dividendos inmediatos, pero justificó su participación por 

la necesidad de demostrar su capacidad técnica y obtener un puesto en el mercado, lo cual obviamente 

tiene una valoración económica patrimonial. (Carlos Alberto Ghersi. Contratos Civiles y Comerciales. 

Tomo II. 2da. ed. Buenos Aires: Editorial Astrea, 1992, p. 43). 

153
 Código Civil. Artículo 1963. Registro Oficial Suplemento No. 46 de 24 de junio de 2005. 



66 

 

 

esenciales del contrato de sociedad y, por ende, al crear una persona jurídica distinta a 

los socios individualmente considerados, ésta deberá ser representada por un 

representante legal conforme con el artículo 564 del Código Civil.  

Vale destacar finalmente que no puede considerarse al consorcio un tipo de 

sociedad mercantil en cuanto a criterio de la misma sala en una resolución de recurso de 

Casación publicada 5 de noviembre del 2002 se establece que: 

[…] La ley ha previsto lo que la doctrina llama tipos de sociedad; es decir, como 

lo señala el tratadista José Ignacio Romero, "La existencia de determinadas 

estructuras, provistas en forma previa por el legislador que deben ser necesariamente 

respetadas por las partes y a las cuales deben someterse para formar válidamente una 

sociedad comercial. La inmodificabilidad del elenco de figuras que la ley pone a 

disposición de los contratantes constituye el denominado numerus clausus: la 

existencia de un elenco inalterable de figuras sociales que deben ser adoptadas 

necesariamente para poder celebrar válidamente un negocio jurídico societario. Este 

numerus clausus ha sido interpretado como absolutamente taxativo, y en muchos casos 

como derogatorio de la autonomía de la voluntad […] No hay sociedades comerciales 

atípicas, porque la tipicidad es un requisito para la existencia y validez del contrato y 

del sujeto de derecho de él derivado […]
154

. 

En este sentido, se observa que el consorcio no puede encajar bajo la denominación 

de un contrato de sociedad mercantil ya que a criterio de la misma Primera Sala de lo 

Civil y Mercantil de la ex Corte Suprema de Justicia los tipos de sociedad son taxativos 

conforme al artículo 2 de la Ley de Compañías.  

Adicionalmente es importante destacar que otra de las razones por las cuales el 

contrato de consorcio empresarial no puede ser considerado un contrato de sociedad 

mercantil es porque este contrato de sociedad, es solemne, en cuanto para que nazca a la 

vida jurídica la compañía, debe el contrato inscribirse en el Registro Mercantil; así pues, 

su nacimiento está sujeto a la resolución aprobatoria del Registro Mercantil con lo que 

se le otorga a este nueve ente capacidad jurídica que consiste en la aptitud legal que 

tiene una persona, natural o jurídica, para ser titular de derechos y obligaciones.
155

  

En este contexto, el consorcio empresarial debe considerarse entonces un contrato 

de sociedad civil y debe regularse principalmente por las normas contenidas en el 

Código Civil.  
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Conclusiones 

Una vez que se ha estudiado al consorcio a la luz del Derecho privado en base a la 

doctrina desarrollada por importantes juristas del Derecho mercantil se concluye lo 

siguiente: 

1. El consorcio empresarial es una figura jurídica relevante en el mundo de los 

negocios que permite a las pequeñas y medianas empresas involucrarse en proyectos 

importantes del sector público y privado y aumentar su competitividad.  

2. El consorcio es un instrumento útil que el ordenamiento jurídico ofrece a una 

pluralidad de sujetos para el desarrollo en común de cierta actividad, que puede consistir 

en la realización de una obra o en la prestación de determinados servicios, mediante la 

asociación de los sujetos interesados en tales resultados, para obtener un beneficio. 

3. La doctrina plantea dos tesis sobre la naturaleza jurídica del consorcio. La tesis 1 

que sostiene que el consorcio es simplemente un contrato que no da lugar a una persona 

jurídica, y es la tesis mayoritaria. En contraposición, la tesis 2 afirma que el consorcio 

empresarial da lugar a una persona jurídica porque es, en esencia, un contrato de 

sociedad. La elección de una u otra tesis tiene importantes implicaciones para los 

miembros del consorcio.  

4. Del estudio de la legislación comparada de Argentina, Perú y Francia se concluye 

que existen múltiples formas de asociación empresarial y cada una de ellas guarda sus 

particularidades. Sin embargo, llama la atención el desarrollo jurídico de otros países 

Latinoamericanos ya que poseen un marco normativo y expresamente niegan la 

existencia de personalidad jurídica a estas formas de asociación empresarial. Eso no 

ocurre en Ecuador, donde no existe ni siquiera una definición de lo que es consorcio y 

las pocas referencias en el marco de la contratación pública son incoherentes. Los 

avances que se muestran en países europeos son aún mayores. Francia por ejemplo, 

tiene un gran desarrollo en el tema de las asociaciones empresariales, pues —como se 

ha visto— a los GIE de este país se les atribuye personalidad jurídica. 

5. En el Ecuador el consorcio privado es una forma de asociación empresarial por la 

que dos o más personas naturales o jurídicas de la misma rama empresarial o de una afín 

deciden asociarse para llevar a cabo un negocio tanto en el sector público como en el 
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privado. Algunos consorcios en el Ecuador se constituyen para participar en algunos de 

los procesos de contratación pública contemplados en la Ley Orgánica del Sistema 

Nacional de Contratación Pública. No obstante, como se pudo evidenciar del estudio 

realizado en las normas del ordenamiento jurídico ecuatoriano, el consorcio como una 

forma de asociación empresarial tiene un insuficiente desarrollo en el ordenamiento 

jurídico ecuatoriano lo que ha generado inseguridad jurídica en quienes han querido 

asociarse mediante esta forma empresarial. 

6. La jurisprudencia desarrollada por la Primera Sala De Lo Civil y Mercantil de la 

Corte Suprema de Justicia dentro del juicio especial No. 7-2003 publicada en el 

Registro Oficial 414 el 6 de septiembre del 2004 determina que el consorcio cumple con 

los elementos esenciales del contrato de sociedad del artículo 1957 del Código Civil. 

Nosotros compartimos en su integridad los razonamientos expuestos en ese fallo. 

7. En nuestra opinión, el consorcio es un contrato de sociedad y no un contrato 

atípico, pues cumple con los elementos esenciales del contrato de sociedad que son: 1) 

el aporte apreciable en dinero y; 2) la distribución de beneficios económicos. Así pues 

al considerarse al consorcio un contrato de sociedad se concluye que el contrato de 

consorcio posee las siguientes características: es plurilateral, consensual, oneroso e 

intuito personae. 

8. En razón de lo expuesto, nuestra hipótesis ha sido comprobada: los consorcios 

privados sí tienen personalidad jurídica porque constituyen contratos de sociedad 

regidos por el Código Civil.  

9. Este hallazgo es jurídicamente relevante, pues no solo contribuye a la seguridad 

jurídica y al conocimiento del régimen que debería regular a los contratos de consorcio 

en el Ecuador; sino que tiene consecuencias prácticas importantes; ya que, si el 

consorcio es una persona jurídica, tiene legitimación procesal y, en consecuencia, puede 

ser demandado directamente; y, los acreedores de los consorciados no podrían perseguir 

sus acreencias en el patrimonio del consorcio.  
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